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Resumen: Este artículo estudia la situación política y constitucional de Venezuela, 
que resultó de la inconstitucional elección presidencial de mayo de 2018 convoca-
da por la fraudulenta Asamblea Constituyente electa en 2017, consolidando un ré-
gimen dictatorial que cierra la posibilidad de salidas democrático-electorales.  
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Abstract: This article studies the political and constitutional situation resulting 
from the May 2018 unconstitutional presidential election convened by the fraudu-
lent National Constituent Assembly elected in 2017, consolidating a dictatorial re-
gime closing the possibilities to democratic-electoral outcome  
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I 

La “reelección” del Presidente Nicolás Maduro en las elecciones presidenciales antici-
padas dispuestas por la fraudulenta e inconstitucional Asamblea Nacional Constituyente 
constituida en 2017, y que se celebraron el 20 de mayo de 2018,1 aparte de poner en eviden-
cia el absoluto rechazo popular contra dicho funcionario y contra el régimen que preside, 
lamentablemente abrieron la puerta para la solidificación de la dictadura en Venezuela,2 
evaporando toda posibilidad de que el régimen pueda ser desplazado por vía electoral, pacífi-
ca y democrática. 

                                            
1  Como lo resumió Margarita López Maya, “Fueron unas presidenciales convocadas anticipadamen-

te por un cuerpo institucional ilegítimo, la Asamblea Nacional Constituyente. Desde que se abriera 
el proceso y aún antes, estuvo plagado de irregularidades, bajo la mirada impasible de un CNE 
controlado por Nicolás Maduro y al servicio de los intereses de su cúpula militar y civil,” califi-
cándolas como “un episodio más en la continuada marcha del gobierno hacia su meta, que es la es-
tabilización de un régimen autoritario de vocación totalitaria.” Véase Margarita López Maya, 
“¿Qué esperar luego del 20M?” en Prodavinci, 25 de mayo de 2018, en https://prodavinci.com/ 
que-esperar-luego-del-20m-b/?platform=hootsuite. 

2  La palabra “dictadura” definida en el Diccionario de la Lengua Española, como “Régimen políti-
co que, por la fuerza o violencia, concentra todo el poder en una persona o en un grupo u organi-
zación y reprime los derechos humanos y las libertades individuales.” Lech Walesa, sin embargo, 
ha apreciado que “el caso de Venezuela es único y jamás se había parecido a nadie […] es un caso 
a estudiar en la historia a futuro, es un país que está secuestrado por un grupo de neo-traficantes y 
terroristas […] A mi parecer, no es una dictadura porque no está regida por un solo líder, una sola 
persona.” Véase en Ana Ramos, “Caso Venezuela: Similar a los nazis,” en ACN, Agencia Carabo-
beña de Noticias, 25 de mayo de 2018, en http://acn.com.ve/lech-walesa-venezuela-parece-caso-
nazis/ 
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Un factor fundamental en ese proceso ha sido la actuación de la Sala Constitucional del 
Tribunal Supremo de Justicia que desde 2000 se convirtió en el agente más artero al servicio 
del autoritarismo, lo que se evidenció particularmente después del triunfo de la oposición en 
las elecciones parlamentarias de 2015, cuando la misma, abiertamente actuó como Juez 
Constitucional sometido al control político por parte del Poder Ejecutivo.3 

Con ello, el sistema de Justicia Constitucional en Venezuela, que tantos años costó para 
desarrollar, se convirtió muy rápidamente en un sistema de “in” justicia inconstitucional,4 que 
distorsionó la propia función de la Jurisdicción Constitucional,5 abandonando su carácter de 
guardián de la Constitución y pasando a convertirse en el principal instrumento para destruir 
la democracia.6  

En Venezuela se comenzó a seguir la “peligrosa doctrina” que Thomas Jefferson identi-
ficó hace más de doscientos años, y que era la de llegar a “considerar a los jueces como los 
últimos árbitros de todas las cuestiones constitucionales,” advirtiendo ya desde entonces, que 
ello a lo que conducía era a colocar peligrosamente un país “bajo el despotismo de una oli-
garquía;”7 que en nuestro caso ha sido la de los jueces ‒no tan capaces por cierto‒, que han 
llegado a implantar una dictadura judicial que funcionó en el marco de la fachada de un “Es-
tado de derecho,” el cual fue vaciado totalmente de contenido democrático. 

Esa aberración institucional, incluso, llevó a uno de los conspicuos representantes de la 
dictadura, antiguo miembro de la Asamblea Constituyente, de la cual fue Vice Presidente, 
antiguo Vicepresidente de la República y antiguo Fiscal General de la Republica, a afirmar 
irresponsablemente, y por supuesto sin fundamento alguno e ignorando lo que establece la 
Constitución, que el sistema de gobierno en Venezuela “no es parlamentario, [ni…] es presi-
dencialista, es semi-presidencialista, porque en nuestro régimen todo el poder está en la Sala 
Constitucional.”8  

                                            
3  Véase sobre ello Allan R. Brewer-Carías, “El juez constitucional al servicio del autoritarismo y la 

ilegítima mutación de la Constitución: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Jus-
ticia de Venezuela (1999-2009)”, en Revista de Administración Pública, Nº 180, Madrid 2009, pp. 
383-418; y en IUSTEL, Revista General de Derecho Administrativo, Nº 21, Madrid, junio 2009. 

4  Véase Allan R. Brewer-Carías, Crónica sobre la “In” Justicia Constitucional. La Sala Constitu-
cional y el autoritarismo en Venezuela, Colección Instituto de Derecho Público. Universidad Cen-
tral de Venezuela, Nº 2, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007. 

5  Véase Allan R. Brewer-Carías, Práctica y distorsión de la justicia constitucional en Venezuela 
(2008-2012), Colección Justicia Nº 3, “Acceso a la Justicia”, Academia de Ciencias Políticas y 
Sociales, Universidad Metropolitana, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2012; La patología 
de la Justicia Constitucional, Editorial Jurídica Venezolana, tercera edición, Caracas, 2015. 

6  Véase Allan R. Brewer-Carías, El golpe a la democracia dado por la Sala Constitucional (De 
cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela impuso un gobierno 
sin legitimidad democrática, revocó mandatos populares de diputada y alcaldes, impidió el dere-
cho a ser electo, restringió el derecho a manifestar, y eliminó el derecho a la participación políti-
ca, todo en contra de la Constitución), Colección Estudios Políticos Nº 8, Editorial Jurídica Vene-
zolana, segunda edición, (Con prólogo de Francisco Fernández Segado), Caracas, 2015. 

7  Véase Thomas Jefferson, “Letter to William Jarvis,” Sept. 28, 1820, en Dr. Robert A. J. Gagnon, 
“Thomas Jefferson on Judicial Tyranny,” en http://www.robgagnon.net/JeffersonOnJudicial 
Tyranny.htm  

8  Véase Isaías Rodríguez, “Sala Constitucional tiene poder absoluto sobre la AN,” en Últimas Noti-
cias, Caracas 4 de agosto de 2016, en http://www.ulti-masnoticias.com.ve/noticias/politica/isaias-
rodriguez-afirma-la-sala-constitucional-poder-absoluto-la-an/ 
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Aparte de que la afirmación lo que demuestra es una ignorancia total de los principios 
más elementales del derecho constitucional, lo cierto es que, de hecho, y dando un golpe de 
Estado, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, estando siempre controlada por el Po-
der Ejecutivo, efectivamente se arrogó todo el poder en Venezuela, ejerciéndolo arbitraria-
mente y sin control. 

Esta actuación se acrecentó después del triunfo de la oposición en las elecciones parla-
mentarias de diciembre de 2015, como consecuencia de las cuales el partido de gobierno 
perdió el control de la mayoría que había detentado desde 2005 en la Asamblea Nacional, al 
asumir la Sala Constitucional la misión de impedir que la nueva representación popular en-
carnada en la Asamblea Nacional pudiera ejercer sus funciones constitucionales, y así termi-
nar de destruir lo que quedaba de democracia. 

II 

Esa acción sistemática e inconstitucional asumida por las Salas del Tribunal Supremo, y 
que quedó expresada en una multitud de sentencias dictadas desde enero de 2016 hasta 2017,9 
hasta que la Asamblea Nacional Constituyente, inconstitucionalmente convocada e instalada 
en agosto de ese año 2017, asumiera el poder total desplazando en el ejercicio exclusivo de la 
arbitrariedad al propio Tribunal Supremo,10 pretendiendo sustituir incluso a la Asamblea 
Nacional.  

Todo aquél proceso por supuesto fue denunciado por ésta última en un histórico Acuer-
do adoptado el 10 de mayo de 2016,11 en el cual la representación popular advirtió sobre la 
ruptura del orden constitucional y democrático que había ocurrido en el país, precisamente 
por obra del Juez Constitucional y del Poder Ejecutivo, al desconocerse la elección parlamen-
taria como genuina expresión de la soberanía popular.  

El Acuerdo de la Asamblea Nacional fue analizado, entre otros, por los 22 expresidentes 
latinoamericanos que integran la Iniciativa Democrática de España y las Américas (IDEA), 
habiendo emitido una importante Declaración de fecha 13 de mayo de 2016, indicando: 

Primero, que el Presidente de la República en Venezuela gobernaba “por decreto, ha-
ciendo valer un estado de emergencia que no ha autorizado el Poder Legislativo como lo 
manda la Constitución, y el Tribunal Supremo de Justicia, además de declarar inconstitucio-
nales todas las leyes dictadas por la Asamblea desde su instalación el pasado 5 de enero, 
pretende imponerle reglas para deliberar y sujeta la labor legislativa a la previa iniciativa del 
gobierno.” 

                                            
9  Véase el análisis de las sentencias en Allan R. Brewer-Carías, Allan R. Brewer-Carías, Dictadura 

Judicial y perversión del Estado de derecho. La Sala Constitucional y la destrucción de la demo-
cracia en Venezuela, segunda edición: Caracas / New York 2016, 488 pp.; La consolidación de la 
tiranía judicial. El Juez Constitucional controlado por el Poder Ejecutivo, asumiendo el poder ab-
soluto, Colección Estudios Políticos, Nº 15, Editorial Jurídica Venezolana International. Caracas / 
New York 2017 

10  Véase Allan R. Brewer-Carías, Usurpación Constituyente 1999, 2017. La historia se repite: una 
vez como farsa y la otra como tragedia, Colección Estudios Jurídicos, Nº 121, Editorial Jurídica 
Venezolana International Caracas/ New York 2018. 

11  Véase “Acuerdo exhortando al cumplimiento de la Constitución, y sobre la responsabilidad del 
Poder Ejecutivo Nacional, del Tribunal Supremo de Justicia y del Consejo Nacional Electoral para 
la preservación de la paz y ante el cambio democrático en Venezuela,” 10 de mayo de 2016, dis-
ponible en http://www.asambleanacional.gob.ve/uploads/documentos/doc_d75ab-47932d0de48f1 
42a739ce13b8c43a236c9b.pdf 
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Segundo, que el Presidente de Venezuela debía respetar “sin restricciones el mandato de 
cambio democrático y constitucional que decidió la mayoría del pueblo de Venezuela el 6 de 
diciembre de 2015” exhortándolo “a que no utilice a los demás poderes del Estado para im-
pedir u obstaculizar las acciones que adelanta constitucionalmente la Asamblea Nacional para 
resolver la grave crisis que aqueja al país.” 

Tercero, que rechazaban “el activismo político partidista del Tribunal Supremo de Justi-
cia, que pretende desconocer la autoridad del Poder Legislativo mediante limitaciones y 
condiciones al ejercicio de sus funciones, entre otras las amenazas de acciones penales contra 
los diputados que han acudido ante las organizaciones internacionales a denunciar las viola-
ciones al Estado de derecho, a quienes el gobierno ha tildado de “traidores a la patria.”  

Cuarto, que exigían al Consejo Nacional Electoral, que asumiera “su obligación consti-
tucional de generar condiciones favorables para el ejercicio del derecho fundamental a la 
participación política de los venezolanos, a través de los mecanismos constitucionales del 
referendo, consulta popular y revocatoria de mandato, pero por sobre todo, que actúe como 
un órgano imparcial de modo que, en 2016, el pueblo de Venezuela pueda expresar libremen-
te su voluntad de cambio democrático a través de un referéndum revocatorio presidencial.”  

Quinto, que llamaban a las instituciones internacionales para que se pronunciasen al 
respecto y adoptasen “las medidas tendientes a exigir al gobierno y los poderes públicos a su 
servicio, garantizar la vigencia efectiva de los derechos fundamentales en Venezuela, recor-
dándoles que la separación de poderes constituye un principio fundamental de funcionamien-
to del Estado y que las reglas del buen gobierno democrático les imponen la obligación de 
respetar las decisiones que la Asamblea Nacional adopte en el ámbito de sus competencias.” 

Y sexto, que denunciaban “el desconocimiento por el Ejecutivo Nacional y por el Tri-
bunal Supremo de Justicia, de la autoridad de la Asamblea Nacional, cuerpo representativo 
del pueblo venezolano, cuya legitimidad deriva de la expresión mayoritaria del electorado y 
de la soberanía popular.”12 

Unas semanas después, sin embargo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, lejos 
de acatar los principios del Acuerdo legislativo que comentaron los expresidentes, suspendió 
“los efectos jurídicos” de dicho Acuerdo, al dictar una medida cautelar en un disparatado 
juicio de amparo constitucional iniciado nada menos que por el Procurador General de la 
República, es decir, por el abogado de la República.  

Al intentar éste una demanda contra el propio órgano legislativo de la República (la 
Asamblea Nacional), la Sala mediante sentencia Nº 478 de 14 de mayo de 2016,13 resolvió 
suspender de oficio “los efectos jurídicos” del Acuerdo cuestionado, lo que de por sí era otro 
disparate y una violación flagrante de la libertad de expresión del pensamiento de los dipu-
tados que les garantizaba la Constitución (art. 57), pues “los efectos” de una declaración 
política se producen de inmediato, al emitirla, y no hay forma jurídica de “suspenderlos.” 

III 

En todo caso, fue con base en lo expresado públicamente por la Asamblea Nacional en 
su Acuerdo, que IDEA y los ex presidentes iberoamericanos hicieron constar “que Venezuela 

                                            
12  Véase IDEA, “Declaración sobre la ruptura del orden constitucional y democrático en Ve-

nezuela,” 13 de mayo de 2016, disponible en http://www.fundacionfaes.org/es/preview/noticias 
/45578. 

13  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/junio/188339-478-146-16-2016-16-0524. HTML. 
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atraviesa la peor crisis económica, social y de gobernabilidad de su historia republicana,” 
todo lo cual coincidió con la iniciativa del Secretario General de la Organización de Estados 
Americanos, Luis Almagro, unos días después, el 30 de mayo de 2016, a dirigirse al Presi-
dente del Consejo Permanente de la Organización14 solicitando la convocatoria del mismo 
conforme al procedimiento previsto en el artículo 20 de la Carta Democrática Interamericana, 
considerando que en Venezuela se había producido una alteración del orden constitucional 
que afectaba gravemente su orden democrático.15 

En la comunicación, Almagro expresó que “en la situación actual que vive Venezuela, 
no se puede más que concluir que estamos ante alteraciones graves al orden democrático tal 
como se ha definido en numerosos instrumentos regionales y subregionales,”16 de manera que 
después de constatar, entre múltiples hechos, por ejemplo, que “no existe en Venezuela una 
clara separación e independencia de los poderes públicos, donde se registra uno de los casos 
más claros de cooptación del Poder Judicial por el Poder Ejecutivo,”17 presentó un amplio 
Informe con una serie de propuestas con el objeto: 

“de devolver a la normalidad algunas situaciones que, analizadas del modo más objetivo, no 
resultan compatibles con lo previsto en la Carta de la OEA, en la Convención Americana de 
Derechos del Hombre y Convenciones Interamericanas de Derechos Humanos, así como en 
la Carta Democrática Interamericana. 

El funcionamiento democrático normal debe ser subsanado de modo urgente y en forma 
consistente con los elementos esenciales y los componentes fundamentales de la democracia 
representativa expresada en los artículos 3 y 4 de la Carta Democrática Interamericana. Sin la 
solución de estos principales asuntos no hay solución institucional posible para Venezuela.”18 

Por ello, en particular, el Secretario General de la Organización de Estados Americanos, 
en su Informe expresó específicamente que: 

“La continuidad de las violaciones de la Constitución, especialmente en lo que se refiere a 
equilibrio de poderes, funcionamiento e integración del Poder Judicial, violaciones de de-
rechos humanos, procedimiento para el referéndum revocatorio y su falta de capacidad de 
respuesta respecto a la grave crisis humanitaria que vive el país lo cual afecta el pleno go-
ce de los derechos sociales de la población, todo ello implica que la responsabilidad de la 
comunidad hemisférica es asumir el compromiso de seguir adelante con el procedimiento 

                                            
14  Véase la comunicación del Secretario General de la OEA de 30 de mayo de 2016 con el Informe 

sobre la situación en Venezuela en relación con el cumplimiento de la Carta Democrática Inter-
americana, en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. Véase el documento en el libro: La 
Crisis de la democracia en Venezuela, la OEA y la Carta Democrática Interamericana. Documen-
tos de Luis Almagro, Iniciativa Democrática de España y las Américas (IDEA), Editorial Jurídica 
Venezolana International, 2016. 

15  Ello, por supuesto no es nada nuevo, como lo observamos ya en 2002: Allan R. Brewer-Carías, La 
crisis de la democracia venezolana. La Carta Democrática Interamericana y los sucesos de abril 
de 2002, Los Libros de El Nacional, Colección Ares, Caracas 2002. Véase además un resumen de 
las violaciones a la Carta Democrática hasta 2012 en Allan R. Brewer-Carías y Asdrúbal Aguiar, 
en, Historia Inconstitucional de Venezuela. 1999-2012, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
2012, pp. 511-534. 

16  Véase la comunicación del Secretario General de la OEA de 30 de mayo de 2016 con el Informe 
sobre la situación en Venezuela en relación con el cumplimiento de la Carta Democrática Inter-
americana, p. 125. Disponible en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 

17  Ídem, p. 73. Disponible en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 
18  Idem, pp. 125-126. Disponible en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 
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del artículo 20 de una manera progresiva y gradual que no descarte ninguna hipótesis de reso-
lución, ni las más constructivas ni las más severas.”19 

Y con base en ello, fue que el Secretario General, luego de analizar la situación institu-
cional y constitucional del país, expresó que: 

“5. Exhortamos al Poder Ejecutivo de la República Bolivariana de Venezuela a eliminar toda 
forma de incumplimiento de los preceptos constitucionales y políticos respecto al equilibrio 
de poderes del Estado. En ese sentido se solicita se detenga inmediatamente el ejercicio de 
bloqueo permanente del Poder Ejecutivo respecto de las leyes aprobadas por la Asamblea 
Nacional. Así como asegurar la vigencia de las leyes que han sido aprobadas hasta ahora. 

6. Solicitamos una nueva integración del Tribunal Supremo de Justicia […] dado que la ac-
tual integración está completamente viciada tanto en el procedimiento de designación como 
por la parcialidad política de prácticamente todos sus integrantes.”20 

La situación de la democracia en Venezuela, ciertamente era y continúa siendo absolu-
tamente precaria, tal como lo fuimos denunciado y analizado desde hace años, 21 la cual fue 
progresivamente desmantelada y demolida desde que se sancionó la Constitución de 1999, 
precisamente utilizando los instrumentos de la democracia previstos en la misma,22 con el 
objeto final de establecer de un régimen autoritario de gobierno en el marco de un Estado 
totalitario en desprecio de la Constitución y de la ley.23 

Con tal propósito, el instrumento más artero utilizado para la perversión del Estado de 
derecho y la destrucción de la democracia fue, precisamente, la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo de Justicia sometida al Poder Ejecutivo,24 la cual lejos de garantizar la vigen-
cia de la Constitución, lo que aseguró fue su violación impune,25 destruyendo y golpeando los 
principios y valores de la democracia.26  

                                            
19  Idem, p. 128. Disponible en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 
20  Idem, p. 127. Disponible en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 
21  Véase Allan R. Brewer-Carías, La ruina de la democracia. Algunas consecuencias. Venezuela 

2015, (Prólogo de Asdrúbal Aguiar), Colección Estudios Políticos, Nº 12, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 2015. 

22  Véase Allan R. Brewer-Carías, Dismantling Democracy. The Chávez Authoritarian Experiment, 
Cambridge University Press, New York 2010. 

23  Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado totalitario y desprecio a la ley. La desconstitucionaliza-
ción, desjuridificación, desjudicialización y desdemocratización de Venezuela, Fundación de De-
recho Público, Editorial Jurídica Venezolana, segunda edición, (Con prólogo de José Ignacio Her-
nández), Caracas 2015; Authoritarian Government v. The Rule Of Law. Lectures and Essays 
(1999-2014) on the Venezuelan Authoritarian Regime Established in Contempt of the Constitution, 
Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2014. 

24  Véase Allan R. Brewer-Carías, La patología de la justicia constitucional, Tercera edición amplia-
da, Fundación de Derecho Público, Editorial Jurídica Venezolana, 2014. 

25  Véase Allan R. Brewer-Carías, Crónica sobre la “in” justicia constitucional. La Sala Constitucio-
nal y el autoritarismo en Venezuela, Colección Instituto de Derecho Público, Universidad Central 
de Venezuela, Nº 2, Caracas 2007; Práctica y distorsión de la justicia constitucional en Venezuela 
(2008-2012), Colección Justicia Nº 3, Acceso a la Justicia, Academia de Ciencias Políticas y So-
ciales, Universidad Metropolitana, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2012. 

26  Véase Allan R. Brewer-Carías, El Golpe a la democracia dado por la Sala Constitucional (De 
cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela impuso un gobierno 
sin legitimidad democrática, revocó mandatos populares de diputada y alcaldes, impidió el dere-
cho a ser electo, restringió el derecho a manifestar, y eliminó el derecho a la participación políti-
ca, todo en contra de la Constitución), Colección Estudios Políticos Nº 8, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 2014. 
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Por ello no podía extrañar que el 23 de junio de 2016, el Secretario General de la OEA 
Luis Almagro hubiera expresado ante el Consejo Permanente de la Organización en relación 
con la situación de la “alteración del orden constitucional que trastoca el orden democrático” 
de Venezuela, al resumir su Informe del 30 de mayo de 2016, que:  

“Lo que hemos atestiguado en Venezuela es la pérdida del propósito moral y ético de la polí-
tica. El Gobierno se ha olvidado defender el bien mayor, el bien colectivo […]. 

El pueblo venezolano se enfrenta a un Gobierno que ya no le rinde cuentas. Un Gobierno que 
ya no protege los derechos de los ciudadanos. Un Gobierno que ya no es democrático […] 

En Venezuela hemos sido testigos de un esfuerzo constante por parte de los poderes ejecuti-
vo y judicial para impedir e incluso invalidar el funcionamiento normal de la Asamblea Na-
cional. El Ejecutivo repetidamente ha empleado intervenciones inconstitucionales en contra 
de la legislatura, con la connivencia de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia. Las evidencias son claras […] 

Estos ejemplos demuestran claramente la falta de independencia del poder judicial. El siste-
ma tripartito de la democracia ha fracasado y el poder judicial ha sido cooptado por el ejecu-
tivo […]27 

Todavía más expresivo y trágico fue lo que expresó el Secretario General Almagro en la 
Carta abierta que envió a Leopoldo López el día 22 de agosto de 2016, luego de la injusta 
sentencia que lo condenó a prisión sin prueba alguna, como preso político,28 en la cual refi-
riéndose al “horror político” que vive el país, le dijo que en su criterio, dicha: 

“sentencia que reafirma tu injusta condena marca un hito, el lamentable final de la democra-
cia en Venezuela. Párrafo a párrafo es, asimismo, la terminación del Estado de Derecho. En 
esa sentencia queda claramente establecido que en Venezuela hoy no rige ninguna libertad 
fundamental y ningún derecho civil o político y que estos han expresamente quedado sin 
efecto en la conducción de los asuntos de gobierno.” 

En la misma carta abierta, Luis Almagro al constatar que en Venezuela “se ha traspasa-
do un umbral, que significa que es el fin mismo de la democracia,” expresó que: 

“Ningún foro regional o subregional puede desconocer la realidad de que hoy en Venezuela 
no hay democracia ni Estado de Derecho. El MERCOSUR, constituye hoy el mejor ejemplo 
a seguir y la aplicación de las cláusulas internacionales que condenan actos de ruptura del 
orden constitucional y del sistema democrático se hace cada vez más necesaria.”29 

Finalmente, refiriéndose al procedimiento iniciado por la oposición, conforme a la 
Constitución, para la realización del referendo revocatorio del mandato del Presidente de la 
República que solo podía tener logar hasta 2016, indicó que: 

                                            
27  Véase el texto de la exposición del Secretario General Luis Almagro ante el Consejo Permanente de 

la OEA, 23 de junio de 2016, en:http://www.el-nacional.com/politica/PresentacindelSecretarioGene-
raldelaOEAante_NACFIL20160623_0001.pdf. 

28  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La condena contra Leopoldo López por el “delito de opinión”. O 
de como los jueces del horror están obligando al pueblo a la rebelión popular,” en Revista de De-
recho Público, Nº 143-144, julio-diciembre 2015, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2015, 
pp. 438-459. 

29  Véase el texto de la carta abierta del Secretario General Luis Almagro a Leopoldo López, de 22 de 
agosto de 2016, en Lapatilla.com, 23 de agosto de 2016, en http://www.lapatilla.com/site/2016/08/22/ 
almagro-a-leopoldo-lopez-tu-injusta-sentencia-marca-un-hito-el-lamentable-final-de-la-democracia-
carta/. 
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“Seguir un procedimiento previsto en la Constitución no es un golpe de Estado; por el con-
trario, negar, postergar u obstruir este proceso por cualquier vía es un abuso de poder y un 
trastorno patente del orden democrático […] 

La celebración del referendo revocatorio en 2016 es la única manera constitucional de resol-
ver la crisis política en Venezuela […]”30 

Lo importante de estas apreciaciones, que resumen la trágica realidad política y consti-
tucional del país que tanto se había denunciado en los últimos años, fue que fueron expresa-
das oficialmente por el Secretario General de la OEA ante los representantes permanentes de 
los Estados americanos miembros de la Organización,31 quienes rechazando las pretensiones 
del representante de Venezuela,32 con el voto de 20 Estados Miembros entraron a considerar 
el Informe que describía la grave situación de la democracia Venezuela.  

En dicho Informe quedó evidenciada la situación de golpe de Estado permanente y con-
tinuo que en Venezuela ha dado el Poder Ejecutivo en colusión con el Tribunal Supremo, 
contra la Constitución y contra la Asamblea Nacional como la legítima representación popu-
lar electa en diciembre de 2016.  

En este caso, en Venezuela, quienes fueron los golpistas que desconocieron la Constitu-
ción, alteraron el orden constitucional, trastocaron el orden democrático del país, y destruye-
ron el Estado de derecho, fueron quienes han ejercido la Presidencia de la República desde 
1999, en colusión con los magistrados del Tribunal Supremo. 

IV 

En efecto, un Estado de derecho existe cuando la organización política de una socie-
dad está regida por una Constitución como ley suprema; que ha sido adoptada por el pue-
blo como pacto político en ejercicio de su soberanía a través de sus representantes electos; 
quienes tienen que gobernar sometidos a los límites y controles constitucionales derivados 
del sistema de separación de poderes previsto en la Constitución; conforme al cual se def i-
ne el sistema de gobierno y la relación entre los diversos poderes públicos autónomos e 
independientes; en un marco en el cual todos deben actuar con sujeción al derecho, preva-
lezca la primacía de la dignidad humana y la garantía de los derechos del hombre, y los 

                                            
30  Véase el texto de la exposición del Secretario General Luis Almagro ante el Consejo Permanente de 

la OEA, de 23 de junio de 2016, en http://www.el-nacional.com/politica/PresentacindelSecretario 
GeneraldelaOEAante_NACFIL20160623_0001.pdf. 

31  Como lo expresó José Miguel Vivancos de Human Rights Watch: “Tras la histórica sesión del 
Consejo Permanente de hoy, donde una mayoría de países rechazó el intento de Venezuela para 
cerrar la discusión internacional sobre la situación en el país, el Presidente Maduro quedó bajo la 
mira de la OEA. El secretario general sobresalió con una valiente y honesta intervención sobre la 
gravísima crisis que aqueja a Venezuela, legitimando a la OEA como foro para fiscalizar el cum-
plimiento de Venezuela con sus obligaciones jurídicas internacionales en materia de derechos hu-
manos y democracia. Maduro deberá ahora corregir sus prácticas y mostrar resultados concretos en 
el marco del proceso de la Carta Democrática.” Véase en @HRW_Venezuela; y en “Human 
Rights Watch celebró votación en la OEA sobre Venezuela,” en Diario de la Américas, 24 de ju-
nio de 2016, en http://www.diariolasamericas.com/4848_venezuela/3896835_human-rights-watch-
celebro-votacion-en-oea-sobre-venezuela.html 

32  Véase la carta de 20 de junio de 2016 del entonces y ahora fallecido Embajador de Venezuela 
Bernardo Álvarez al Consejo Permanente de la OEA, en https://www.scribd.com/doc/316-
293813/Carta-del-Gobierno-de-Venezuela-a-la-OEA. 
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ciudadanos siempre tengan la posibilidad de controlar judicialmente el ejercicio del poder, 
mediante un Juez Constitucional autónomo e independiente.33 

En ese contexto, por tanto, las declaraciones formales en las Constituciones no bastan 
para que quede un Estado configurado como Estado de derecho, siendo lo primero que tiene 
que existir para caracterizarlo, el hecho de que tiene que estar efectivamente regido por una 
Constitución, que como ley suprema contenga normas de aplicación directa e inmediata tanto 
para las autoridades como para los ciudadanos; a las cuales tienen que estar sujetos y la deben 
aplicar, el Congreso o Asamblea Legislativa cuando sanciona una ley; el Presidente de la 
República cuando dicta un acto de gobierno; el propio Presidente y todos los funcionarios 
públicos cuando dictan actos administrativos; y el Tribunal Supremo y todos los jueces al 
decidir las causas en sus sentencias, en estos dos últimos casos aplicando también todas las 
leyes y reglamentos que rigen su actuación. 

Es inconcebible por tanto, en ese esquema, que un Juez Constitucional pueda llegar a 
ser el instrumento para lograr lo contrario de aquello para lo cual fue concebido, es decir, 
para acabar con la Constitución y configurarse, arrogándose todo el poder del Estado, como 
el instrumento para garantizar su violación impune por parte de los otros órganos del Estado, 
asegurando así la destrucción del Estado de derecho o el desmantelamiento de la democracia, 
o incluso para convertirse en el instrumento para implementar y sostener un régimen autorita-
rio, como precisamente ocurrió en Venezuela.  

Como lo observó atinadamente en Secretario General de la OEA, Luis Almagro, al diri-
girse al Presidente del Consejo Permanente de la Organización el 30 de mayo de 2016:  

“Hoy en día, a cada ley aprobada por el Parlamento, el Gobierno opone su mayoría en la Sala 
Constitucional, la cual se ha convertido en la instancia que puede desactivar los efectos de 
cualquier instrumento jurídico emanado del Congreso contrario a sus intereses.”34  

Quedó claro, por tanto, cómo fue a partir de 2016 que se produjo la alteración del orden 
constitucional que trastocó el orden democrático en el país, y quiénes fueron sus causantes y 
responsables, todo lo cual, a pesar de la política de mentiras, no se puede ignorar.35 

 

                                            
33 Véase Allan Brewer-Carías, Principios del Estado de derecho. Aproximación histórica, Cuadernos 

de la Cátedra Mezerhane sobre democracia, Estado de derecho y derechos humanos, Miami Dade 
College, Programa Goberna Las Américas, Editorial Jurídica Venezolana International, Miami-
Caracas, 2016. 

34  Véase la comunicación del Secretario General de la OEA de 30 de mayo de 2016 con el Informe 
sobre la situación en Venezuela en relación con el cumplimiento de la Carta Democrática Inter-
americana, p. 125. Disponible en oas.org/documents/spa/press/OSG-243.es.pdf. 

35  Véase Allan Brewer-Carías, La mentira como política de Estado. Crónica de una crisis política 
permanente. Venezuela 1999-2015, Editorial Jurídica Venezolana, (Con prólogo de Manuel Ra-
chadell), Caracas 2015. Así, por ejemplo, después de más de seis meses de sistemático ataque 
desarrollado entre enero y agosto de 2016 por el Poder Ejecutivo y el Poder Judicial contra la 
Asamblea Nacional, al punto de ahogarla y eliminarle sus competencias, el Vicepresidente Ejecu-
tivo, Aristóbulo Istúriz, llegó a afirmar sin ningún rubor y con mucho cinismo que: “En Venezuela 
no hay una confrontación de poderes, sino un Poder [refiriéndose a la Asamblea Nacional] que es-
tá alzado frente al resto. Nosotros hacemos un llamado patriótico a funcionar dentro de la Consti-
tución, con la colaboración de poderes que se armonicen y respeten unos a otros, respetemos la au-
tonomía de cada uno y podamos, juntos, en un juego democrático, trabajar en función de los in-
tereses de la patria y unir esfuerzos todos.” Véase en (@VTVcanal8/) “Istúriz: En Venezuela hay 
un Poder que está alzado,” Caracas, agosto 11 / Mariela Vázquez 
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V 

Y tan ello fue así que después de la presentación del Informe del Secretario General ante 
la OEA, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo continuó dictando sentencias, coartan-
do las funciones de la Asamblea Nacional, tarea a la cual se sumó la Sala Electoral, coartando 
el ejercicio de los derechos electorales y de votación. Ello, entre otros factores, motivó la 
realización de la manifestación denominada “Toma de Caracas” el 1 de septiembre de 2016,36 
la cual sin duda fue la concentración política o manifestación de fuerza popular de oposición 
pacífica al gobierno más multitudinaria que en una sola cuidad haya ocurrido en todo el Con-
tinente; buscando exigir el cumplimiento de los lapsos para la efectiva realización del refe-
rendo revocatorio del mandato de Nicolás Maduro37 con el objeto de sacarlo a él y a su régi-
men del poder;38 así como para exigir del Consejo Nacional Electoral la realización de las 
votaciones para elegir gobernadores y miembros de los Consejos Legislativos de los Estados 
que correspondía realizar en 2016; y que el régimen le había secuestrado a los venezolanos. 

En la víspera de dicha convocatoria, el Gobierno formuló toda suerte de amenazas re-
presivas imaginables contra la oposición, apresando a líderes políticos sin motivo, o con 
motivos falsos, y trasladado presos políticos arbitrariamente de sus lugares de detención, al 
punto de que ante la negativa del Estado de aceptar una misión de observación y acompaña-
miento que le formuló la Secretaria General de la OEA al gobierno, el Dr. Luis Almagro tuvo 
que advertirle al Gobierno en comunicación del 30 de agosto de 2016 que hacía “responsable 
al Gobierno de Venezuela de asegurar al pueblo su derecho a manifestarse pacíficamente, su 
derecho de asociación y su derecho de libre expresión sin sufrir ningún tipo de violencia e 
intimidación,” manifestándole:  

                                            
36  Véase Nicholas Casey y Patricia Torres, “Thousands of Venezuelans March for President’s Ous-

ter,” en The New York Times, New York, 2 de septiembre d 2016, p. A 4.; “Multitudinaria marcha 
en Venezuela a favor del referendo,” en El Nuevo Herald, Miami, 1º de septiembre de 2016, dis-
ponible en http://www.el-nuevoherald.com/noticias/mundo/article99222082.html; “Más de medio 
millón de venezolanos protestaron contra Nicolás Maduro en la “Toma de Caracas”, en La Nación, 
Buenos Aires, 1º de septiembre de 2016, en http://www.lanacion.com.ar/1933646-toma-de-
caracas-oposicion-marcha-nicolas-maduro. 

37  La movilización popular convocada por la oposición fue calificada por el Presidente de la Re-
pública como nuevo “plan golpista” contra su gobierno. Véase “Maduro denuncia planes de derro-
ca-miento contra gobiernos de izquierda en América Latina,” en spanish.peopledaily.com, 28 de 
agosto de 2016 en http://spanish.peopledaily.com.cn/n3/2016/0828/c316179106554.html; y por el 
Vicepresidente Ejecutivo, igualmente, conforme al mismo script como “un plan desestabilizador, 
golpista para buscar tumbar a Maduro.” Véase “Aristóbulo Istúriz denunció que la oposición in-
tenta derrocar al presidente Nicolás Maduro,” Noticiero Venevisión, 28 de agosto de 2016 en 
http://www.noticierovenevision.net/politica/2016/agos-to/28/167263=aristobulo-isturiz-denuncio-
que-la-oposicion-intenta-derrocar-al-presidente-nicolas-maduro-. No sin antes haber deportado a la 
candidata a la presidencia de Ecuador, diputada Cynthia Viteri, y su comitiva que estaban de visita 
en el país, acusándola de realizar “actividades proselitistas y desestabilizadoras” Véase el “Comu-
nicado” del Gobierno venezolano en “Gobierno venezolano ordenó deportación de Viteri por acti-
vidades desestabilizadoras (Comunicado),”en La patilla.com, Caracas 27 de agosto de 2016, en 
http://www.lapatilla.com/site/2016/08/27/gobierno-venezolano-ordeno-deportacion-de-viteri-por-
actividades-desestabilizadoras-comunicado/. 

38  Como lo expresó Enrique Aristiguieta Gramcko: “el objetivo no debe limitarse a exigir una fecha 
para el referendo revocatorio, sino a lograr un cambio de gobierno.” Véase “Aristiguieta Gramcko: 
La Toma de Caracas debe ser un nuevo 23 de enero,” en Lapatilla.com, 21 de agosto en 
https://www.lapatilla.com/site/2016/08/21/ariste-guieta-gramcko-la-toma-de-caracas-debe-ser-un-
nuevo-23-de-enero/. 
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“su preocupación por lo ocurrido estos días previos al llamado de la oposición democrática 
venezolana del 1º de septiembre, donde se han recibido denuncias que demuestran el recru-
decimiento de la represión y de las violaciones de Derechos Humanos. Se pretende crimina-
lizar la protesta, se amenaza con inhabilitar a partidos políticos, y se criminaliza la actuación 
de diputados de la Asamblea Nacional y activistas de la sociedad civil, acciones que dejan 
serias dudas de que al gobierno venezolano le interese un diálogo serio y constructivo para 
salir de la crisis en la que ha sumergido a Venezuela.”39  

VI 

En las semanas anteriores a estos acontecimientos, la conducta del Tribunal Supremo 
para desmantelar la democracia y el Estado de derecho, imponiendo la “dictadura judicial” no 
se detuvo, procediendo su Sala Electoral a dictar la sentencia Nº 108 de 1º de agosto de 
2016,40 mediante la cual se preparó el camino para la adopción del acto más irresponsable y 
definitivo en la confrontación de los poderes del Estado,41 consistente en la “disolución” de 
hecho de la Asamblea Nacional, al declarar no sólo que la nueva juramentación de los dipu-
tados electos por el Estado Amazonas efectuada ante la Asamblea el 28 de julio de 2016, 
carecía “de validez, existencia y no produce efecto jurídico alguno” por haber sido la procla-
mación de los mismos “suspendida” judicialmente desde el 30 de diciembre de 2015; sino 
que a partir de dicho día 1º de agosto de 2016, también decidió la Sala que carecían “de vali-
dez, existencia y no producían efecto jurídico alguno” todos los “actos o actuaciones que en 
el futuro dictare la Asamblea Nacional” con la participación de los diputados juramentados.  

Se trató, así, de una nulidad declarada respecto de actos inexistentes y desconocidos, por 
ser futuros e inciertos, lo cual fue un soberano, arbitrario y peligroso disparate. Ello, además, 
fue ratificado por la Sala Constitucional en sentencia Nº 808 de 2 de septiembre de 2016, que 
declaró la nulidad de la Ley que Reserva al Estado las Actividades de Exploración y Explota-
ción de Oro sancionada unas semanas antes,42 todo lo cual fue sucesivamente ratificado en 
múltiples sentencias dictadas posteriormente, por ejemplo, las sentencias Nº 810 de septiem-
bre de 2016, Nº 952 de 21 de noviembre de 2016, Nos. 1012, 1013 y 1014 de 25 de noviem-
bre de 2016 y Nº 1086 de 13 de diciembre de 2016.43 

Y así siguió la situación hasta que la Sala Constitucional dictó la sentencia Nº 3 de 11 
de enero de 2017,44 mediante la cual se le cercenó definitivamente al pueblo su derecho más 
elemental en un Estado de derecho, como es el de ejercer la soberanía mediante sus represen-
tantes. 

Es decir, si los diputados habían sido electos y juramentados era para que participaran 
en las labores legislativas. Pero no, bajo el criterio de la Sala, a partir del 1º de agosto de 
                                            
39  Véase en: Mensaje de la Secretaría General de la OEA en ocasión de las manifestaciones del 1 de 

septiembre, Luis Almagro, 30 de agosto de 2016, en http://www.oas.org/es/centro_noticias/comu-
nicado_prensa.asp?sCodigo=C-090/16. 

40  Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/marzo/162025-138-17314-2014-14-0205.HTML. 
41  Véase sobre este proceso lo expuesto por Ernesto Estévez León, “El enfrentamiento de poderes,” 

en La Caja de Pandora, 5 de agosto de 2016, en https://cajadepandora49.wordpress.com/2016/08/ 
05/el-enfrentamiento-de-poderes/. 

42  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/septiembre/190395-808-2916-2016-16-0831. 
HTML. 

43  Véanse los comentarios a esas sentencias en Allan Brewer-Carías, Dictadura Judicial y perversión 
del Estado de derecho. La Sala Constitucional y la destrucción de la democracia en Venezuela, 
segunda edición: Caracas / New York 2016, 488 pp. 

44  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/194892-03-11117-2017-17-0002. HTML. 
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2016 todo lo que había decidido la Asamblea Nacional carecía de validez y existencia, y no 
producía efecto jurídico alguno. Y como la decisión se adoptó en el marco de un amparo 
cautelar –aun cuando sin identificarse el supuesto derecho fundamental lesionado ni citarse a 
los supuestos agraviantes–, entonces, con la misma también se abrió la puerta para que la 
Sala Constitucional procediera sucesivamente a avocarse al conocimiento de los asuntos por 
simple “notoriedad judicial,” y preparara el camino para poder proceder a aplicar la inconsti-
tucional doctrina que sentó en 2014, en el caso de los Alcaldes de los Municipios San Diego 
del Estado Carabobo y San Cristóbal del Estado Táchira,45 pudiendo terminar entonces decre-
tando la “cesación” de las funciones de los diputados que incurrieran en desacato, y con ello 
proceder a “disolver” de hecho la Asamblea, como se fue anunciando en forma desvariada.46 

La decisión de la Sala Constitucional también abrió la puerta para que otros órganos de-
predadores del poder público pudieran también contribuir a cerrar la Asamblea Nacional, 
como fue lo anunciado del Poder Ejecutivo, de proceder a ahogarla presupuestariamente para, 
de hecho, tratar de impedir que funcionara,47 lo que efectivamente comenzó a ocurrir al ter-
minar las sesiones ordinarias de la Asamblea el 15 de agosto de 2016.48  

En fin, de lo que se trataba en lo que ya era una “dictadura judicial” que se había insta-
lado en el país, fue de desplazar a los representantes de la voluntad popular del marco institu-
cional del Estado, como la culminación del proceso de demolición de la democracia, lo que 
incluso fue formalmente “anunciado” por el Presidente de la República en respuesta a la 
multitudinaria manifestación popular de rechazo a su Gobierno del 1º de septiembre de 2016, 
al declarar que: 

“Le he pedido a un grupo de juristas, al Procurador General que, en el marco del Decreto de 
Emergencia Económica y Estado de Excepción, me preparen un decreto constitucional para 
consultarle a la Sala Constitucional para levantar la inmunidad a todos los cargos públicos, 
empezando por la inmunidad parlamentaria en Venezuela, si fuese necesario.”49 

                                            
45  Véase sobre esas sentencias los comentarios en Allan Brewer-Carías, El golpe a la democracia 

dado por la Sala Constitucional (De cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justi-
cia de Venezuela impuso un gobierno sin legitimidad democrática, revocó mandatos populares de 
diputada y alcaldes, impidió el derecho a ser electo, restringió el derecho a manifestar, y eliminó 
el derecho a la participación política, todo en contra de la Constitución), Colección Estudios Polí-
ticos Nº 8, Editorial Jurídica venezolana, segunda edición, Caracas 2015, pp. 115 y ss.  

46  La única posibilidad constitucional que existe en la Constitución para que el Presidente de la 
República pueda disolver la Asamblea Nacional es cuando en un mismo período constitucional se 
remueva al Vicepresidente Ejecutivo tres veces como consecuencia de la aprobación por la Asam-
blea de tres mociones de censura (art. 240). Por tanto, para que ese supuesto se pueda llegar a pro-
ducir, es porque la voluntad de la Asamblea de que la disuelvan.  

47  Véase Yelesza Zavala, “Maduro: Si la AN está fuera de ley yo no puedo depositarle recursos,” en 
NoticieroDigital.com, 2 de agosto de 2016, en http://www.noticierodigital.com/forum/viewtopic. 
php?t=38621 

48  Véase las declaraciones del Presidente de la Asamblea: “Ramos Allup: Gobierno suspendió salario 
a diputados opositores,” en El Tiempo, Puerto La Cruz, 24 de agosto de 2016, disponible en El-
Tiempo.com.ve, en http://eltiempo.com.ve/venezuela/gobierno/ramos-allup-gobierno-suspendio-
salario-a-diputados-opositores/227363 

49  Véase “Maduro pide evaluar levantamiento de inmunidad a parlamentarios en Venezuela,” en El 
Espectador, Bogotá, 1 de septiembre de 2016, disponible en http://www.elespectador.com/noti-
cias/elmundo/maduro-pide-evaluar-levantamiento-de-inmunidad-parlamen-artículo-652327. El pri-
mer Vicepresidente de la Asamblea Nacional Enrique Márquez consideró con razón que “Es un gol-
pe de Estado que Maduro pretenda levantar la inmunidad a los parlamentarios,” Caracas 1º de sep-
tiembre de 2016. Véase en http://unidadvenezuela.org/2016/09/42810/ 
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Como bien lo observó José Ignacio Hernández:  

“Esta amenaza podría ser preludio de un nuevo episodio del conflicto contra la Asamblea 
Nacional, que incorporaría un elemento sumamente peligroso para el orden democrático y 
constitucional: desconocer la inmunidad parlamentaria con base en argumentos jurídicos bas-
tante primitivos, permitiendo no sólo el enjuiciamiento sino, además, la privación de libertad 
de diputados, como consecuencia de una acción de retaliación política.”50  

Ello por supuesto era absolutamente inconstitucional pues conforme al artículo 200 de 
la Constitución la inmunidad parlamentaria como privilegio de los diputados solo puede ser 
allanada por el Tribunal Supremo de Justicia en los casos de comisión de delitos, siendo el 
Tribunal la “única autoridad que podrá ordenar, previa autorización de la Asamblea Nacional, 
su detención y continuar su enjuiciamiento,” luego de realizado el antejuicio de méritos co-
rrespondiente (art. 266.3). Como lo observó María Alejandra Correa Martín: 

“La Constitución no confiere al Presidente de la República atribución alguna para instar al 
Tribunal Supremo de Justicia para allanar la inmunidad parlamentaria, ni para dictar decretos 
que la condicionen o excluyan. Ni siquiera en el marco de un Estado de Excepción, porque 
durante la vigencia de éstos no se afecta el funcionamiento de los demás Poderes Públicos 
(artículo 339, último aparte de la Constitución).”51  

VII 

Sin embargo, lo que era evidente era la intención del Gobierno en conjunción con la Sa-
la Constitucional del Tribunal Supremo de acabar definitivamente con la Asamblea Nacional 
y la representación popular, buscando la expresada inconstitucional y tortuosa vía para, ale-
gando el desacato de los diputados a cumplir con las inconstitucionales sentencias del Tribu-
nal Supremo de Justicia que le fueron cercenado las facultades constitucionales a la Asam-
blea, proceder a “allanarle” la inmunidad parlamentaria a los diputados con la sola interven-
ción de dicho Tribunal Supremo.  

Es decir, al considerar que la “autorización” que la Constitución exige que deba dar la 
propia Asamblea Nacional para allanar la inmunidad no era posible que pudiera ser emitida, 
ya que las Salas del Tribunal habían decidido en sentencias, como la Nº 108 de 1º de agosto 
de 2016 de la Sala Electoral, y la Nº 808 de 2 de septiembre de 2016 y todas las posteriores 
de 2016 de la Sala Constitucional, que todos los actos de la Asamblea carecían “de validez, 
existencia y no producían efecto jurídico alguno;” entonces era simple y burdo que la misma 
no podía autorizar el allanamiento de la inmunidad parlamentaria de los diputados como lo 
exigía la Constitución, pudiendo entonces directamente el Tribunal Supremo hacerlo, usur-
pando dicha función legislativa de control. 

Pero antes de llegar a eso, el Tribunal Supremo siguió emitiendo nuevas decisiones a 
través de sus Salas, buscando clausurar de hecho a la Asamblea Nacional, como fue la sen-
tencia de la Sala Constitucional Nº 814 de 11 de octubre de 2016,52 dictada con motivo de 
“ampliar” supuestamente lo resuelto en una sentencia anterior, mediante la cual la propia Sala 
                                            
50  Véase José Ignacio Hernández, “¿Qué puede pasar con la inmunidad parlamentaria, tras el anuncio 

de Maduro?”, en Prodavinci, 1º de septiembre de 2016, en http://prodavinci.com/blogs/que-puede-
pasar-con-la-inmunidad-parlamentaria-tras-el-anuncio-de-maduro-por-jose-i-hernandez/ 

51  Véase María Alejandra Correa Martin, “Inmunidad parlamentaria incomoda al Ejecutivo Nacio-
nal,” 1 de septiembre de 2016, disponible en http://www.allanbrewercarias.com/Content/449725d9 
-f1cb-474b-8ab2-41efb849fec2/Content/MAC.%20Inmunidad%20parlamentaria.pdf 

52  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/octubre/190792-814-111016-2016-2016-897. 
HTML  
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asumió directamente las competencias de la Asamblea Nacional esta vez en materia presu-
puestaria, en una evidente usurpación de autoridad, llegando a aprobar un decreto-ley en 
sustitución de la Ley de Presupuesto para 2017.  

La Sala Electoral del Tribunal Supremo por su parte, además, dictó la sentencia Nº 417 
del 17 de octubre de 2016,53 mediante la cual secuestró de nuevo el derecho ciudadano a la 
revocatoria de mandatos presidenciales para la realización del referendo revocatorio que 
debía haberse realizado en 2016, “interpretando” en forma inconstitucional que el respaldo de 
firmas que se necesitaba para convocar dicho referendo era del 20% de los electores inscritos 
en el Registro Electoral en cada una de las circunscripciones de cada uno de los Estados de la 
República y del Distrito Capital, y no en la circunscripción nacional. 

La consecuencia fue que la oposición democrática se preparó para una nueva recolec-
ción de firmas para los días 26 al 28 de octubre de 2016, conforme a lo dispuesto por el Con-
sejo Nacional Electoral, lo cual fue frustrado por la acción conjunta de cinco gobernadores de 
Estado y sendos jueces penales de los Estados “dejado sin efecto la recolección de firmas del 
1% del padrón electoral,” que se había realizado cuatro meses antes por la Mesa de la Unidad 
Democrática (MUD) para promover el referendo.”54  

Ello condujo al Consejo Nacional Electoral, el mismo día 20 de octubre, a paralizar 
“hasta nueva orden judicial, del proceso de recolección de 20% de las manifestaciones de 
voluntad, que estaba previsto para el 26, 27 y 28 de octubre de 2016,” posponiendo “el pro-
ceso de recolección hasta nueva instrucción judicial”55 (es decir, en la práctica sine die), con 
lo cual se acabó la posibilidad de que el pueblo venezolano pudiera ejercer su derecho consti-
tucional al referendo revocatorio presidencial, que debió haber ocurrido en 2016. Una nueva 
manifestación de la dictadura judicial lo impidió.  

VIII 

El balance de las actuaciones y decisiones adoptadas por la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo de Justicia durante todo el año 2016, fue en definitiva, que absolutamente 
todas las leyes y actos parlamentarios sancionados y adoptados por la Asamblea Nacional 
fueron declarados nulos, concluyendo el proceso a principios de 2017, al disponer la misma 
Sala Constitucional la cesación definitiva, de hecho, de la Asamblea Nacional al disponer 
mediante sentencia Nº 2 de 11 de enero de 2017,56 que declaró nulo tanto el acto de instala-
ción de la Asamblea para su segundo período anual del 5 de enero de 2017, como el Acuerdo 
de 9 de enero de 2017 que declaró la falta absoluta del Presidente de la República, que: 

“Cualquier actuación de la Asamblea Nacional y de cualquier órgano o individuo en contra 
de lo aquí decidido será nula y carente de toda validez y eficacia jurídica, sin menoscabo de 
la responsabilidad a que hubiere lugar.”  

En esta forma, mediante un sablazo final de la “Justicia,” que se ratificó en la sentencia 
de la misma Sala Constitucional Nº 3 de 11 de enero de 2017,57 se le cercenó definitivamente 
al pueblo su derecho más elemental en un Estado de derecho, que es el de ejercer la soberanía 
                                            
53  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/selec/octubre/190852-147-171016-2016-2016-000074. 

HTML 
54  Véase la información en CNN. Español, 20 de octubre de 2016, en http://cnnespanol.cnn.com 

/2016/10/20/anulan-firmas-de-la-primera-fase-del-revocatorio-en-varios-estados-de-venezuela/#0 
55  Véase en: http://www.cne.gov.ve/web/sala_prensa/noticia_detallada.php?-id=3483 
56  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/194891-02-11117-2017-17-0001.HTML  
57  http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/194892-03-11117-2017-17-0002.HTML 
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mediante sus representantes; y posteriormente, mediante sentencia Nº 7 de 26 de enero de 
2017, en la cual si bien se declaró inadmisible la acción intentada, de oficio, en un supuesto 
Obiter Dictun, la Sala procedió a darle la estocada final a la Asamblea, al ratificar la declara-
toria de nulidad absoluta e de inconstitucionalidad de todas las actuaciones de la misma, pero 
dando inicio al procedimiento para proceder a enjuiciar a los diputados de la Asamblea por 
desacato, revocarle su mandato popular y encarcelarlos.58 

Con posterioridad, y con ocasión de la adopción por la Asamblea Nacional de un nuevo 
Acuerdo, esta vez sobre la Reactivación del Proceso de Aplicación de la Carta Interameri-
cana de la OEA como mecanismo de resolución pacífica de conflictos para restituir el orden 
constitucional en Venezuela,59 la Sala Constitucional dictó la muy conocida sentencia Nº 155 
de 27 de marzo de 2017, con la cual consolidó definitivamente la dictadura judicial, en la 
cual, violando las reglas más elementales del debido proceso, dictó una serie de medidas 
cautelares de oficio.  

En ella, la Sala le ordenó al Presidente de la República que gobernara violando abierta-
mente la Constitución, “decretando” para ello un inconstitucional estado de excepción, ini-
ciando a la vez un juicio para el “control innominado de la constitucionalidad” de no se sabe 
qué actos, y como se había anunciado amenazadoramente, eliminando la inmunidad parla-
mentaria de la mayoría de los diputados electos en diciembre de 2015. 

Dos días después, mediante sentencia Nº 156 de fecha 29 de marzo de 2017,60 la misma 
Sala decidió un recurso de interpretación intentado el día antes por los representantes de una 
empresa del Estado del sector hidrocarburos, disponiendo que como la Asamblea Nacional 
no podía funcionar por estar la mayoría de los diputados que la componen en situación de 
desacato de sentencias anteriores, considerando ello como una supuesta omisión inconstitu-
cional legislativa, entonces la propia Sala Constitucional procedió a sustituirse en la Asam-
blea Nacional y “de pleno derecho” asumir directamente sus funciones, y ejercer de facto las 
competencias parlamentarias; auto-atribuyéndose incluso la potestad de “delegarlas” en “el 
órgano que ella disponga;” y finalmente atribuyendo inconstitucionalmente al Presidente de 
la República la potestad de legislar en materia de hidrocarburos.  

La gravísima alteración del orden constitucional que ocurrió con estas dos sentencias, 
que no fue otra cosa que otro golpe de Estado, fue advertida de inmediato por el Secretario 
General de la OEA, Luis Almagro, quien apenas conoció de las sentencias denunció, con 
razón, el día 30 de marzo de 2017, “el auto-golpe de Estado perpetrado por el régimen vene-
zolano contra la Asamblea Nacional, último poder del Estado legitimado por el voto popu-
lar,” afirmando con lamento que lo que tanto había “advertido lamentablemente se ha concre-
tado.” El Secretario General fue también preciso al destacar los aspectos medulares de las dos 
sentencias indicando que: 

“El Tribunal Supremo de Justicia (TSJ) ha dictado dos decisiones por las que despoja de sus 
inmunidades parlamentarias a los diputados de la Asamblea Nacional y, contrariando toda 
disposición constitucional, se atribuye las funciones de dicho Poder del Estado, en un proce-
dimiento que no conoce de ninguna de las más elementales garantías de un debido proceso. 

                                            
58  Véase en historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/enero/195578-07-26117-2017-17-0010.HTML 
59  Sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/marzo/ 

197285-155-28317-2017-17-0323.HTML. 
60  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/marzo/197364-156-29317-2017-17-0325. HTML. 
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Por la primera de ellas, del 27 de marzo de 2017, el TSJ declara la inconstitucionalidad 
de acuerdos legislativos calificando como actos de traición a la patria el respaldo a la Carta 
Democrática Interamericana, instrumento jurídico al cual Venezuela ha dado su voto al tiem-
po de aprobarlo y fue el primer país en solicitar su aplicación en el año 2002. 

Por el segundo fallo, del 29 de marzo, este tribunal declara la “situación de desacato y 
de invalidez de las actuaciones de la Asamblea Nacional”, en forma que no conoce respaldo 
constitucional ni en las atribuciones de la Asamblea (art. 187 de la Constitución), ni mucho 
menos en la de la Sala Constitucional del TSJ (art. 336 de la Constitución) y que viola la 
separación de poderes que la propia Constitución exige sea respetada por todos los jueces los 
que deben “asegurar su integridad” (art. 334).” 

Dichas sentencias, a juicio del Secretario General, al “despojar de las inmunidades par-
lamentarias a los diputados de la Asamblea Nacional y de asumir el Poder Legislativo en 
forma completamente inconstitucional son los últimos golpes con los cuales el régimen sub-
virtió el orden constitucional.” Con ello coincidió la Fiscal General de la República, en con-
traste con la posición del Presidente de la República que celebró las sentencias considerándo-
las como “históricas.”  

La Fiscal General, en efecto –y dejando de lado que durante más de tres lustros ella ha-
bía sido la principal cómplice de la dictadura‒, indicó que de dichas sentencias se evidencia-
ban “varias violaciones del orden constitucional y desconocimiento del modelo de Estado 
consagrado en nuestra Constitución,” considerando que ello constituía “una ruptura del orden 
constitucional.”61 

Luego de todas esas reacciones generalizadas, el Presidente de la República, conside-
rando que lo que había ocurrido era un simple “impasse” entre la Sala Constitucional y la 
Fiscal General de la República, convocó una reunión del Consejo (consultivo) de Defensa de 
la Nación,62 el cual exhortó, por supuesto, ilegalmente al Tribunal Supremo que modificara 
sus decisiones, a lo cual, sumisa, accedió la Sala Constitucional, anunciando el 1º de abril de 
2017,63 que procedería de oficio a reformar y revocar parcialmente las mencionadas senten-
cias Nº 15564 y 15665 de 27 y 29 de marzo de 2017.  

                                            
61  Véase el texto en la reseña “Fiscal general de Venezuela, Luisa Ortega Díaz, dice que sentencias del 

Tribunal Supremo sobre la Asamblea Nacional violan el orden constitucional,” en Redacción BBC 
Mundo, BBC Mundo, 31 de marzo de 2017, en http://www.bbc.com/mundo/noticias-america-latina-
39459905 Véase el video del acto en https://www.youtube.com/-watch?v= GohPIrveXFE. 

62  La propia Sala confesó en un Comunicado de 3 de abril de 2017 publicado en Gaceta Oficial que 
“El Tribunal Supremo de Justicia en consideración al exhorto efectuado por el Consejo de Defensa 
de la Nación ha procedido a revisar las decisiones 155 y 156, mediante los recursos contemplados 
en el ordenamiento jurídico venezolano, y en tal sentido, hoy son públicas y notorias sendas sen-
tencias aclaratorias que permiten sumar en lo didáctico y expresar cabalmente el espíritu democrá-
tico constitucional que sirve de fundamento a las decisiones de este Máximo Tribunal.” Véase en 
la Gaceta Oficial Nº 41.127 de 3 de abril de 2017. 

63  Véase sobre el anuncio de las aclaratorias, los comentarios en Allan Brewer-Carías: “El golpe de 
Estado judicial continuado, la no creíble defensa de la constitución por parte de quien la despreció 
desde siempre, y el anuncio de una bizarra “revisión y corrección” de sentencias por el juez consti-
tucional por órdenes del poder ejecutivo. (Secuelas de las sentencias Nº 155 y 156 de 27 y 29 de 
marzo de 2017), New York, 2 de abril de 2017, en http://allanbrewercarias.net/site/wp-content 
/uploads/2017/04/150.-doc.-BREWER.-EL-GOLPE-DE-ESTADO-Y-LA-BIZARRA-RE-FORMA-
DE-SENTENCIAS.-2-4-2017.pdf. 

64  Véase sentencia Nº 155 de 27 de marzo de 2017, en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/ 
marzo/197285-155-28317-2017-17-0323.Html.  
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Ello, por supuesto, no era posible de acuerdo con el ordenamiento jurídico venezolano; 
sin embargo, la Sala dictó las sentencias Nos. 15766 y 15867 de fecha 1º de abril de 2017 (cuyo 
texto sin embargo solo fue conocido cerca de las 11 am del día 4 de abril de 2017) para com-
placer al Poder Ejecutivo, modificando sus sentencias anteriores en violación de los princi-
pios más elementales del debido proceso; pero irónicamente invocando como motivación 
fundamental, la “garantía de la tutela judicial efectiva consagrada en el artículo 26 constitu-
cional.”  

Con dichas sentencias, como lo precisó Román José Duque Corredor, los magistrados 
de la Sala Constitucional cometieron “fraude procesal por falseamiento de la verdad, la adul-
teración del proceso, y fraude a la ley.”68 

IX 

La labor destructiva del Juez Constitucional en todo caso, no concluyó allí, siendo otra 
manifestación de ello, su actuación ante la definitiva manifestación de desprecio a la Consti-
tución que se produjo en el país, como fue la inconstitucional convocatoria de una Asamblea 
Nacional Constituyente, sin consultar al pueblo, que se realizó por decreto Nº 2.830 de 1º de 
mayo de 2017.69 

De acuerdo con el texto de la Constitución, el cual supuestamente está montado sobre el 
concepto de “democracia participativa,” cualquier reforma constitucional exigía la participa-
ción del pueblo mediante referendo en cualquier de los tres mecanismos previstos (la en-
mienda constitucional, la reforma constitucional y la asamblea constituyente), en forma tal 
que en la enmienda y la reforma constitucional el pueblo debe aprobarlas mediante referendo 
aprobatorio, una vez que ha sido sancionada, (arts. 341.3, y 344); y en el caso de la Asamblea 
Nacional Constituyente el pueblo es el que puede convocarla mediante referendo de convoca-
toria (art. 347).70  

No es posible concebir que para cambiar una coma de un artículo (enmienda constitu-
cional), o para reformar un artículo fundamental (la reforma constitucional) se requiera de la 
participación del pueblo mediante referendo; y ello no se requiera, en cambio, para cambiar 
toda la Constitución y dictar una nueva (asamblea constituyente). 

Por ello, la Constitución exige que sea el pueblo el que pueda convocar una Asamblea 
Constituyente, pudiendo manifestarse sólo mediante referendo, debiendo votar en el mismo 
también las bases comiciales sobre la asamblea constituyente que deben garantizar el funcio-
                                            
65  Véase la sentencia Nº 156 de 29 de marzo de 2017 en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/ 

marzo/197364-156-29317-2017-17-0325.Html.  
66  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/abril/197399-157-1417-2017-17-0323.Html.  
67  Véase en http://Historico.Tsj.Gob.Ve/Decisiones/Scon/Abril/197-400-158-1417-2017-17-0325.Html. 
68  Véase Román José Duque Corredor, “Fraude procesal de los magistrados de la Sala Constitucio-

nal,” 4 de abril de 2017, en http://justiciayecologia-integral.blogspot.com/2017/04/fraude-proce-
sal-de-los-magistrados-de.html?spref=fb&m=1. 

69  Véase Gaceta Oficial Nº 6295 Extraordinario de 1 de mayo de 2017. Véase sobre ello Allan R. 
Brewer-Carías, La inconstitucional convocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente en ma-
yo de 2017. Un nuevo fraude a la Constitución y a la voluntad popular, Colección Textos Legisla-
tivos, Nº 56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017. 

70  Véase sobre ello lo que hemos expuesto en Allan Brewer-Carías, Reforma constitucional y fraude 
a la Constitución (1999-2009), Academia de Ciencias Políticas y Sociales, Caracas 2009, p. 64-66; 
y en La Constitución de 1999 y la Enmienda constitucional Nº 1 de 2009, Editorial Jurídica Vene-
zolana, Caracas 2011, pp. 299-300. 
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namiento de la misma conforme a los valores, principios y garantías democráticas (art. 350), 
y entre ellas, el derecho a la democracia representativa. Ello implicaba que los constituyentes 
se tenían que elegir exclusivamente mediante sufragio universal, directo y secreto (art. 63), 
quedando proscrita toda otra forma de representación grupal, sectorial, de clase o territorial. 

Esa convocatoria necesariamente popular de la Asamblea Nacional Constituyente (me-
diante referendo) era distinta a la iniciativa para que dicha convocatoria la pudiera realizar el 
pueblo, que la Constitución le atribuye al Presidente en Consejo de Ministros, a la Asamblea 
Nacional con voto calificado, a los dos tercios de los Concejos Municipales, o a un quince 
por ciento de los electores (art. 348).  

Por tanto, el hecho de poder tener la iniciativa para que se convocase la Asamblea Na-
cional Constituyente no podía implicar que se pudiera usurpar el carácter del pueblo como 
depositario del poder constituyente originario, y que el Presidente de la República pudiera 
convocar directamente una Constituyente sin el voto popular expresado en un referendo.71 

Pero ninguno de estos argumentos tuvo valor alguno para la Sala Constitucional del Tri-
bunal Supremo y para la forma cómo ha “interpretado” la Constitución a la medida conforme a 
lo que le fuera requerido o exigiera el Presidente de la República, razón por la cual al decidir un 
recurso de interpretación interpuesto por un ciudadano respecto de los artículos 357 y 358 de la 
Constitución que regula la figura de la Asamblea Nacional Constituyente como instrumento 
para la reforma total e integral de la Constitución, dictó la sentencia Nº 378 de 31 de mayo de 
2017 para permitirle al Presidente usurpar la voluntad popular para su convocatoria.  

La sentencia simplemente concluyó indicando que como dichas normas constitucionales 
no preveían expresamente que debía haber un referendo popular para convocar dicha Asam-
blea, ignorando que es el pueblo el que solo puede convocarla, usurpando la voluntad popular 
indicó que el Presidente de la República sí podía hace la convocatoria sin consultar al pueblo.  

Como lo observó Ramón Escobar León, en la sentencia, la Sala Constitucional: 

“afirmó a los cuatro vientos que no había que consultar al pueblo para realizar una asamblea 
nacional constituyente originaria, porque –según dice la “ponencia conjunta”–la Constitución 
no lo establecía expresamente. Los “jueces” que integran la Sala Constitucional no interpre-
taron la Constitución relacionando una norma con otra, sino que tomaron el artículo 347 y 
extrajeron de él un significado contrario al que la misma Constitución, la doctrina y la expe-
riencia enseñan.”72 

Es decir, ni más ni menos, lo que decidió la Sala Constitucional equivalió a indicar, co-
mo se dijo, que para cambiar una simple “coma” en una frase de un artículo en la Constitu-
ción mediante el procedimiento de enmienda constitucional, o para reformar un artículo de la 
misma mediante el procedimiento de reforma constitucional se requería de un referendo 
popular, pero que sin embargo, para reformar toda la Constitución y sustituir el texto vigente 
por otro nuevo, no se necesitaba consultar al pueblo.73 

                                            
71  Véase los estudios sobre ello en Allan Brewer-Carías y Carlos García Soto (compiladores), Estu-

dios sobre la Asamblea Nacional Constituyente y su inconstitucional convocatoria en 2017, Co-
lección Estudios Jurídicos Nº 119, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, 778 pp. y Edito-
rial Temis, Editorial Jurídica Venezolana, Bogotá 2017. 

72  Véase Ramón Escobar León, “Activismo y originalísmo constitucional versus tiranía judicial,” en 
Prodavinci, 20 de junio de 2017, en http://prodavinci.com/blogs/activismo-y-originalismo-cons-
titucional-versus-tirania-judicial-por-ramon-escovar-leon/?platform=hootsuite 

73  Ante las críticas generalizadas, mediante Decreto Nº 2889 de 4 de junio de 2017 (Gaceta Oficial 
 



ESTUDIOS 

 

195 

Ante este absurdo constitucional, con toda razón, la Fiscal General de la República soli-
citó al Tribunal Supremo con fecha 1º de junio de 2017, conforme a lo dispuesto en el Códi-
go de Procedimiento Civil, una aclaratoria de dicha sentencia, la cual ni siquiera fue conside-
rada por el Tribunal Supremo de Justicia. Éste, que hizo fue decidir mediante sentencia Nº 
441 de 7 de junio de 2017,74 que la Fiscal General de la República carecía de legitimación 
para solicitar aclaratorias de sentencias pues supuestamente no era “parte” en el proceso 
específico, ignorando que en una parte de derecho en todos los procesos constitucionales es 
el Ministerio Público como garante de las garantía constitucionales en los procesos (art. 
285.1).75 La Sala para decidir en esta forma, incluso llegó a eliminar en la sentencia el carác-
ter de “proceso” que necesariamente debía tener el “proceso constitucional” de interpretación 
constitucional que se origina con los recursos de interpretación.  

Ante este revés, al día siguiente, la Fiscal General de la República en su condición de 
“ciudadana, de electora y de Fiscal General” ‒quien hasta ese momento, como se dijo, había 
sido cómplice de todas las actuaciones inconstitucionales de los poderes públicos en el país‒, 
buscando poder argumentar ante alguna autoridad judicial su demanda de inconstitucionali-
dad de todo el proceso de convocatoria de la Asamblea Nacional Constituyente fraudulenta 
hecha por el Poder Ejecutivo, introdujo recurso contencioso electoral por razones de inconsti-
tucionalidad, conjuntamente con una petición de amparo cautelar ante la Sala Electoral del 
Tribunal Supremo de Justicia,76 contra las decisiones del Consejo Nacional Electoral median-
te las cuales había aprobado y convalidado la convocatoria a la Asamblea Nacional Constitu-
yente efectuada por el Presidente de la República, validado las bases comiciales respectivas, 
y convocado a postulaciones para constituyentistas y a las elecciones de los mismos.  

En los días que siguieron, la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia cesó de dar 
audiencias de despacho a los efectos de no recibir ningún recurso o adhesión a la acción 
presentada por la Fiscal, como ella lo había solicitado públicamente; y en todo caso, las fuer-
zas de seguridad represivas del gobierno bloquearon e impidieron a las personas llegar hasta 
la sede del mismo. Además, desde la organización administrativa del Poder Judicial, los 
Jueces rectores civiles en los Estados se dirigieron a todos los jueces de cada Estado infor-
mándoles que debían abstenerse de recibir dichas adhesiones.  

Días después, mediante sentencia Nº 67 de 12 de junio de 2017, la Sala Constitucional 
simplemente declaró inadmisible el recurso intentado por la Fiscal General, por supuestamen-
te haber una “inepta acumulación” ya que, según la Sala, habría impugnado actos provenien-
tes de distintos órganos del Estado (cuya nulidad compete a diferentes tribunales), cuando 
ello era absolutamente falso pues en el recurso la Fiscal solo impugnó decisiones del Consejo 
Nacional Electoral (12-6-2017). 

Por otro lado, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, días después, mediante sen-
tencia Nº 455 de fecha 12 de junio de 2017 (Caso: Emilio J. Urbina Mendoza), declaró sin 
lugar un recurso de nulidad de nulidad por inconstitucionalidad intentado contra el mismo 

                                            
Nº 6303 Extra de 4 de junio de 2017), el Presidente de la República “complementó las bases comi-
ciales” exhortando a la Asamblea Nacional Constituyente que se elija para someter a referendo 
aprobatorio la Constitución que se sancione.  

74  Véase http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/junio/199712-441-7617-2017-17-0519.HTML 
75  Véase en http://www.panorama.com.ve/politicayeconomia/TSJ-declaro-inadmisible-solicitud-de-

aclaratoria-interpuesta-por-la-fiscal-Luisa-Ortega-Diaz-20170607-0083.html 
76  Véase el texto en http://www.mp.gob.ve/c/document_library/get_fi-le?uuid=-3e9aba8c-59ab-4e99 

-86e0-8953e5e1a504&groupId=10136 
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Decreto Nº 2.878 de 23 de mayo de 2017 que estableció las “bases comiciales” para la inte-
gración de la Asamblea Nacional Constituyente basándose en su fallo anterior N° 378 del 31 
de mayo de 2017, estableciendo en definitiva “la constitucionalidad” de las referidas bases 
comiciales inconstitucionales.77 

Posteriormente, mediante sentencia Nº 470 de 27 de junio de 2017,78 la Sala Constitu-
cional declaró inadmisible el recurso de nulidad que había intentado la Fiscal General de la 
República y otros funcionarios de la Fiscalía contra el mismo Decreto Nº 2.878 de 23 de 
mayo de 2017, por “haber operado la cosa juzgada” en virtud de que la misma Sala ya había 
“juzgado sobre la constitucionalidad” del Decreto impugnado, al declarar sin lugar el recurso 
de nulidad contra el mismo decreto que había intentado el abogado Emilio J Urbina Mendo-
za, mediante sentencia Nº 455, del 12 de junio de 2017.79 

La sentencia, sin embargo, no quedó allí, sino que la Sala, previamente, pasó a juzgar de 
oficio sobre la validez del nombramiento del Vice-Fiscal de la República quien aparecía 
firmando el recurso de nulidad declarado sin lugar, y quien había sido nombrado por la Fiscal 
conforme a la Ley Orgánica del Ministerio Público, en carácter de “encargado,” considerando 
que el mismo carecía de legitimidad para actuar en juicio. 

Como la designación del funcionario debía “contar con la previa autorización de la ma-
yoría” de los diputados a la Asamblea Nacional, y como ésta, a juicio de la Sala, se mantenía 
en desacato, la Sala consideró que la Fiscal para hacer el nombramiento, debió “acudir” ante 
la Sala Constitucional; y como no lo hizo, entonces declaró la nulidad del nombramiento sin 
proceso ni contradictorio alguno, y además, usurpando las funciones de la Asamblea pasó a 
resolver “por auto separado” que la propia Sala procedería a “designará de manera temporal 
un Vice Fiscal General de la República.” 

En ese contexto, se destacó, además, la sentencia de la Sala Plena del Tribunal Supremo 
de Justicia de unos días antes, del 20 de junio de 2017,80 mediante la cual decidió admitir una 
solicitud formulada por un diputado para que se calificara como falta grave las actuaciones de 
la Fiscal General de la República en defensa de la Constitución y del orden constitucional, en 
violación abierta del artículo 25.5 de la Ley Orgánica del Ministerio Público de 2007 que 
indicaba que sólo el Vice Fiscal o un representante de la Asamblea Nacional podían solicitar 
ante el Tribunal Supremo de Justicia que se iniciase un antejuicio contra la Fiscal.  

                                            
77  Véase sobre dicha sentencia Emilio J. Urbina Mendoza, “La jurisprudencia del horror: Las postu-

ras argumentales de la Sala Constitucional ante el tema constituyente (marzo-mayo 2017), en Re-
vista de Derecho Público, Nº 149-150 (enero junio 2017), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 
pp. 364 y ss. 

78  Véase en http://historico.tsj.gob.ve/decisiones/scon/junio/200380-470-27617-2017-17-0665.HTML 
79  Véase sobre dicha sentencia Allan Brewer-Carías, “El Juez Constitucional vs. el pueblo, como 

poder constituyente originario,” (Sentencias de la Sala Constitucional Nº 378 de 31 de mayo de 
2017 y Nº 455 de 12 de junio de 2017), 16 de junio de 2017, en http://allanbrewercarias.net/site/ 
wp-content/uploads/2017/06/161.-doc.-Sobre-proceso-constituyente-SC-sent.-378-y-455.pdf. Véa-
se igualmente Allan Brewer-Carías, La inconstitucional convocatoria de una Asamblea Nacional 
Constituyente en fraude a la voluntad popular, Editorial Jurídica Venezolana International, Cara-
cas 2017, pp. 131 y ss. 

80  Véase en la reseña en El Nacional, caracas 21 de junio de 2017, en http://www.el-nacio-
nal.com/noticias/politica/sala-plena-del-tsj-aprobo-antejuicio-merito-fiscal-ortega-diaz_188686. NO 
se pudo acceder al link de la página web del Tribunal Supremo: http://www.tsj.gob.ve/es/-/sala-plena-
del-tsj-admitio-solicitud-de-antejuicio-de-merito-contra-la-fiscal-general-de-la-republica  
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Esa norma, por supuesto, la ignoró el Tribunal el cual, en desprecio total al derecho, ni 
siquiera la citó en la sentencia. Lo insólito es que quien no tenía legitimación alguna para 
actuar, acusó a la Fiscal por sólo haber comenzado a defender la Constitución y denunciar los 
atropellos del régimen contra la ciudadanía –aun cuando durante una década se hubiera abs-
tenido de hacerlo–, alegando que habría incurrido en incumplimiento o negligencia manifies-
ta en el ejercicio de sus atribuciones y deberes; que había atentado contra la respetabilidad del 
Poder Ciudadano; que habría puesto en peligro su credibilidad e imparcialidad comprome-
tiendo la dignidad del cargo; que al tomar decisiones administrativas habría incurrido en 
grave e inexcusable error; o que al hacerlo haría hecho constar hechos que no sucedieron o 
habría dejado de relacionar los que ocurrieron.  

Más insólito aún fue el alegato del solicitante de que conforme a los ordinales 2 y 3 del 
artículo 23 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, la Fiscal General habría actuado con 
grave e inexcusable ignorancia de la Constitución, de la ley y del derecho y que habría viola-
do, amenazado o menoscabado los principios fundamentales establecidos en la Constitución. 
Todo ello, simplemente, por haber comenzado a defender la Constitución, sufriendo así en 
carne propia todo lo que había hecho contra tantos durante su gestión precedente; habiendo 
tenido que salir huyendo del país por la persecución desatada en su contra. 

Esa decisión de la Sala Constitucional, y la posterior antes mencionada Nº 470 de 27 de 
junio de 2017, mediante la cual la Sala se arrogó inconstitucionalmente el nombramiento del 
Vice-Fiscal General, concretó la amenaza de la remoción de la Fiscal por el Tribunal Supre-
mo de Justicia, cuando ello era potestad exclusiva y excluyente de la Asamblea Nacional.81 
Ello lo que mostró fue la consolidación definitiva de una tiranía judicial, conducida por un 
Tribunal Supremo de ilegítimo origen, respecto del cual podía decirse, como lo apreció Ra-
món Escobar León, que: 

“El juez que no tiene un origen democrático ni fundamenta sus fallos, menosprecia su toga y 
la convierte en una herramienta de la dictadura. Un Poder Judicial sin jueces independientes 
es fuente del despotismo”.  

No en balde Montesquieu afirmó: “Cruel tiranía es aquella que se ejerce al abrigo de las 
leyes y con los colores de la justicia.”82 

X 

Y ello es lo que ha ocurrido en Venezuela, consolidándose una dictadura ante la cual, 
precisamente en ausencia de un Juez Constitucional que pueda asumir el rol de ser el sustitu-
to de la rebelión popular contra las violaciones a la Constitución,83 no es de extrañar por una 
parte, que el pueblo venezolano hubiera comenzado a rebelarse contra el gobierno autoritario; 
y por la otra que este desplegase todos sus poderes para afianzar la dictadura.  

Lo primero se comenzó a manifestar, en diciembre de 2015, cuando se produjo una re-
belión popular contra el autoritarismo por la vía electoral, mediante el voto, exigiendo un 

                                            
81  Véase Juan Manuel Raffalli, ¿Qué hay detrás del antejuicio a la Fiscal?” en Prodavinci, 21 de mayo 

de 2017, en http://prodavinci.com/blogs/que-hay-detras-del-antejuicio-a-la-fiscal-por-juan-manuel-
raffalli/  

82  Véase Ramón Escobar León, “Activismo y originalísmo constitucional versus tiranía judicial,” en 
Prodavinci, 20 de junio de 2017, en http://prodavinci.com/blogs/activismo-y-originalismo-cons-
titucional-versus-tirania-judicial-por-ramon-escovar-leon/?platform=hootsuite 

83  Véase Sylvia Snowiss, Judicial Review and the Law of the Constitution, Yale University Press, 1990, 
pp. 2, 3, 6, 113 y ss. 
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cambio de régimen político, habiendo logrado la oposición democrática la mayoría calificada 
en la Asamblea Nacional.84 Si la Asamblea Nacional hubiese podido funcionar como en un 
régimen democrático, sin duda hubiese sido un factor determinante en el control político y 
administrativo del Gobierno. 

Pero esa vía democrática, sin embargo, lamentablemente la cerró el régimen autoritario, 
no sólo castrando a la Asamblea Nacional de absolutamente todos sus poderes, sino impi-
diendo que otras fórmulas de manifestación del voto popular se pudieran manifestar, como 
fue el caso de haber impedido la realización del referendo revocatorio presidencial en 2016; 
de la postergación injustificada e inconstitucional de las elecciones regionales de Gobernado-
res y Alcaldes que constitucionalmente debieron haberse realizado en 2016, y que se realiza-
ron en 2017 sometidas a los designios de una Asamblea Nacional Constituyente fraudulenta, 
que fue inconstitucionalmente convocada y electa en julio de 2017, y que desde entonces ha 
usurpado el poder total del Estado. 

En todo caso, todas estas actuaciones dictatoriales y totalitarias produjeron otras formas 
de manifestación de rebelión popular, aún frente a todas esas adversidades antidemocráticas, 
que se produjeron en los últimos meses, no mediante el sufragio libre cuyo ejercicio se le 
negó al pueblo, sino mediante las masivas movilizaciones populares de protesta generalizada 
que se produjeron en el país a mitades de 2017, que concluyeron, antes de la instalación de la 
Asamblea Nacional Constituyente, con la votación por parte de más de 7.5 millones de per-
sonas, el 16 de Julio de 1017, precisamente contra la inconstitucional y fraudulenta convoca-
toria de la Asamblea Nacional Constituyente.85  

Esas demostraciones populares incluso se produjeron, a pesar de la brutal represión mi-
litar desatada contra manifestantes pacíficos e inermes que fueron asesinados por fuerzas 
oficiales de represión y bandas criminales protegidas por el Estado, que más bien parecieron 
pertenecer a un ejército de ocupación que a unidades encargadas de velar por el orden público. 

Pero la respuesta a las exigencias de más democracia, por parte del régimen fue la con-
vocatoria de una Asamblea Nacional Constituyente, lo cual no solo era jurídicamente una 
aberración, sino que fue quizás un grave error político,86 siendo una muestra más de ello, 
incluso, la reacción que originó en la comunidad internacional en favor del proceso democrá-
tico del país, y contra la convocatoria de dicha Asamblea, la cual fue formalmente descono-
cida por muchos Estados e instituciones internacionales. 
                                            
84  Véase Allan Brewer-Carías, “El primer paso para la reconstrucción de la democracia: el restable-

cimiento de la legitimidad democrática de todos los Poderes Públicos. Sobre porqué la nueva 
Asamblea Nacional debe proceder a revocar los írritos actos de nombramiento de los titulares del 
Poder Ciudadano (Fiscal General, Contralor General, Defensor del Pueblo), del Poder Judicial 
(magistrados del Tribunal Supremo y del Poder Electoral (rectores del Consejo Nacional Electo-
ral), y proceder, elegir como Cuerpo Electoral de segundo grado, a los titulares de dichos órganos 
de acuerdo con la Constitución,” 10 diciembre 2015, en http://allanbrewercarias.com/wp-
content/uploads/2015/11/123.-Brewer.-PRIMER-PASO-RECONSTRUCCI%C3%93N-DE-LA-DE-
MOCRACIA.-ELECCI%C3%93N-DE-LOS-TITULARES-DE-LOS-PODERES-P%C3%9ABLI 
COS.-dic-2015.pdf 

85  Véase Alison Linares, “Los venezolanos acudieron masivamente a votar contra la reforma consti-
tucional,” 16 de julio de 2017, en TheNewYorkTimes.es, en https://www.nytimes.com/es/2017/07/ 
16/los-venezolanos-acudieron-masivamente-a-votar-contra-la-reforma-constitucional-que-
impulsa-nicolas-maduro/ 

86  Véase los estudios sobre el tema en Allan Brewer-Carías y Carlos García Soto (compiladores), 
Estudios sobre la Asamblea Nacional Constituyente y su inconstitucional convocatoria en 2017, 
Colección Estudios Jurídicos Nº 119, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, 778 pp. y Edi-
torial Temis, Bogotá 2017. 
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La instalación y funcionamiento de la Asamblea Nacional Constituyente, en todo caso, 
lo que significó fue la consolidación de la dictadura en el país mediante el progresivo proceso 
de concentración y centralización total del poder que antes de su elección ya el Presidente 
había logrado amasar luego de neutralizar al Tribunal Supremo y ponerlo a su servicio,87 
hacer desaparecer de hecho, las entidades político territoriales,88 y asegurar el control del 
árbitro electoral,89 llegando a la situación de los últimos meses en la cual simplemente Vene-
zuela carece de Constitución, habiendo sido sustituido el Estado constitucional por un go-
bierno asambleario y tumultuario conducido por una Asamblea Nacional Constituyente, 
instalada inconstitucional y fraudulentamente en 2017, y colocada por encima de la Constitu-
ción,90 a la cual todos los poderes se le han sometido, asumiendo la misma el poder total en 
contra de lo previsto en la Constitución de 1999,91 y así, suplantando la otrora dictadura judi-
cial que comandó el Tribunal Supremo, convirtiéndola en una dictadura constituyente. 

Para ejercer ese poder absoluto, la Asamblea Constituyente se auto-atribuyó poderes so-
beranos y supraconstitucionales que no tenía ni podía tener, y llegó incluso a formalizar 
expresamente el golpe de Estado en sus decretos (por ejemplo, en las “Normas para garanti-
zar el pleno funcionamiento institucional de la Asamblea Nacional Constituyente en armonía 
con los Poderes Públicos constituidos” de agosto de 2017),92 copiando la fórmula tradicional 
usada en otros golpes de Estado, como la que está en las actas de las Juntas de Gobierno de 
1947 y 1958, al señalar que “la Constitución de 1999 solo seguirá en vigencia, en todo aque-
llo en lo que la Asamblea Constituyente no disponga lo contrario.”93  

                                            
87  Véase Allan Brewer Carías, Crónica Sobre La “In” Justicia Constitucional. La Sala Constitucio-

nal y el autoritarismo en Venezuela, Colección Instituto de Derecho Público, Universidad Central 
de Venezuela, Nº 2, Caracas 2007, 702 pp.; “El juez constitucional al servicio del autoritarismo y 
la ilegítima mutación de la Constitución: el caso de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo 
de Justicia de Venezuela (1999-2009)”, en Revista de Administración Pública, Nº 180, Madrid 
2009, pp. 383-418;  

88  Véase Allan Brewer Carías, Federalismo y Municipalismo en la Constitución de 1999 (Alcance de 
una reforma insuficiente y regresiva), Cuadernos de la Cátedra Allan R. Brewer-Carías de Dere-
cho Público, N° 7, Universidad Católica del Táchira, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas-San 
Cristóbal 2001, 187 pp. 

89  Véase Allan Brewer Carías, La Sala Constitucional versus El Estado Democrático de Derecho. 
El secuestro del poder electoral y de la Sala Electoral del Tribunal Supremo y la confiscación 
del derecho a la participación política, Los Libros de El Nacional, Colección Ares, Caracas 
2004, 172 pp. 

90 Véase Allan Brewer-Carías y Carlos García Soto (compiladores), Estudios sobre la Asamblea 
Nacional Constituyente y su inconstitucional convocatoria en 2017, Colección Estudios Jurídicos 
Nº 119, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, 778 pp. y Editorial Temis, Bogotá 2017, 776 
pp.  

91  Véase Allan Brewer-Carías, La inconstitucional convocatoria de una Asamblea Nacional Consti-
tuyente en mayo de 2017. Un nuevo fraude a la Constitución y a la voluntad popular, Colección 
Textos Legislativos, Nº 56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, pp. 178 pp. 

92  Véase en Allan Brewer-Carías, Usurpación Constituyente 1999, 2017. La historia se repite: una 
vez como farsa y la otra como tragedia, Colección Estudios Jurídicos, Nº 121, Editorial Jurídica 
Venezolana International, 2018 

93  Véase Allan Brewer-Carías, “La gran usurpación basada en una gran mentira: La fraudulenta 
Asamblea Nacional Constituyente no puede pretender imponerse sobre los poderes constituidos y 
menos sobre la Asamblea Nacional,” (documento), agosto 2017, en http://allanbrewercarias. 
net/site/wp-con-tent/uploads/2017/08/176.-doc-Brewer.-Gran-Usurpaci%C3%B3n-basada-Gran-
Mentira.pdf. 
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Con ello, la Asamblea Nacional Constituyente simplemente borró la Constitución como 
norma suprema, pudiendo disponer lo que quiera, sin límites, siendo sus decisiones incontro-
lables por haber sometido a sus designios a todos los poderes del Estado, incluyendo al Tri-
bunal Supremo de Justicia; habiendo sido la Asamblea Constituyente, incluso la que dispuso 
la elección presidencial anticipada para mayo de 2018.  

XI 

En esta situación de ausencia de Constitución y de dictadura constituyente, es que debe 
apreciarse el significado de la rebelión popular que ocurrió el 20 de mayo de 2018 con la 
decisión del pueblo de no participar en la farsa “electoral” organizada en definitiva por dicha 
Asamblea Nacional Constituyente para la anticipada “elección” presidencial, en la cual a 
pesar de haberse desarrollado un ilegal y descarado proceso de “compra de votos” conducido 
por el régimen mediante la entrega de comida y de dinero,94 sin consecuencia alguna,95 sin 
embargo, se produjo el nivel de abstención electoral más alto que se haya registrado en cual-
quier elección presidencial en nuestra historia (82.7 %),96 habiéndose abstenido incluso quie-
nes supuestamente podían apoyar al régimen.97 Como lo observó Paciano Padrón: 

                                            
94  Véase José Guerra, “El voto comprado,” lapatilla, 26 de mayo de 218, en https://www. lapati-

lla.com/site/2018/05/26/jose-guerra-el-voto-comprado/, y en Finanzas digital, 27 de mayo de 
2018, en http://www.finanzasdigital.com/2018/05/el-voto-comprado/. La compra de votos fue de 
tal naturaleza que la entrega de comida a la salida de los centros de votación fue denunciada hasta 
por los candidatos de “oposición” (Véase en Ludmila Vinogradoff, “Henri Falcón denuncia un 
fraude en los resultados de las elecciones de Maduro y propones nuevos comicios,” ABCInterna-
tional, 21 de mayo de 2018, en http://www.abc.es/internacional/abci-henri-falcon-denuncia-
fraude-resultados-elecciones-maduro-y-propones-nuevos-comicios-201805210434_noticia.html), 
y en cuanto a la entrega de dinero a cambio de votos, incluso el Consejo Nacional Electoral prohi-
bió formalmente a Maduro la entregar bonos que había prometido a quienes votaran. Véase la in-
formación en “Poder Electoral venezolano prohíbe a Maduro pagar bonos a electores,” en Agencia 
EFE, 20 de mayo de 2018, en https://www.efe.com/efe/america/politica/el-poder-electoral-
venezolano-prohibe-a-maduro-pagar-bonos-electores/20000035-3621379 

95  Lo menos que debió ocurrir en este caso, ante lo dicho por el propio CNE, tenía que haber sido la 
“suspensión de los efectos” de la “proclamación” de Maduro, como tan diligentemente lo decidió 
la Sala Electoral del Tribunal Supremo en diciembre de 2015 respecto de dos diputados electos en 
el Estado Amazonas en las elecciones parlamentarias de ese año, por denuncias nunca comproba-
das de supuestas ofertas de compra de votos. Véase los comentarios a la sentencia en Allan Bre-
wer-Carías, “El desconocimiento judicial de la elección popular de diputados,” en Revista de De-
recho Público, Nº 145-146, (enero-junio 2016), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2016, pp. 
285- 318. 

96  Como lo indicó Alianza Nacional Constituyente indicó, en las elecciones del 20 de mayo, el Con-
sejo Nacional Electoral “altero e incremento los resultados a 9.383.329 votantes, adjudicándole a 
Maduro 6.245.862 votos, cuando de acuerdo al conteo de actas solo obtuvo 1.811.220 de un total 
de electores que votaron válidamente de 3.590.040 (17,3 %).” Véase en el comunicado: “La 
Alianza Nacional Constituyente Originaria, ANCO, fija posición ante el país y la Comunidad In-
ternacional, ante el acto espurio de juramentación del ciudadano Nicolás Maduro Moros,” 25 de 
mayo de 2018, en http://ancoficial.blogspot.com/ Las cifras del proceso, que según lo informó An-
tonio Sánchez García, “ni siquiera la dictadura puede ocultar” fueron las siguientes: “De los 
20.750.809 electores registrados, participaron 3.590.040. De ese 17,3% de votantes, el desglose 
fue el siguiente: Nicolás Maduro: 1.811.220= 8,73%. Henri Falcón: 1.436.861= 6,4%. Bertucci: 
327.749 = 1,58%. Reinaldo Quijada: 14.210= 0,0%.” De ello, concluye Sánchez García que “La 
dictadura de Nicolás Maduro, soportada por el chantaje y la amenaza, el terror de Estado y las 
fuerzas armadas cubanas, pende de ese hilo de un 8% electoral.” Véase Antonio Sánchez García, 
“Sin máscaras ante el abismo,” en El Nacional, 27 de mayo de 2018, en http://www.el-
nacional.com/noticias/columnista/sin-mascaras-ante-abismo_237137 

97  Como lo destacó Tomás Sarka, “La abstención ha sido una protesta de dimensiones similares a las 
de las firmas contra la Constituyente del 16 de julio de 2017, pero con dos diferencias: esta vez la 
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“Lo mejor que nos dejó este pasado domingo 20, es que ratificó claramente que Nicolás Ma-
duro no cuenta con el respaldo popular. Quedó evidenciado que el 82,9 % de los venezolanos 
no acudió al llamado de la asamblea nacional constituyente y del CNE, habiéndose produci-
do el más grande acto de rebeldía y desobediencia civil que conozcamos en nuestra historia 
republicana. El pueblo, al no atender el llamado del CNE, dejó solo a Maduro y demostró su 
rechazo al continuismo, dijo no al hambre, a la enfermedad y a la miseria, dijo no al someti-
miento de nuestro país a fuerzas internacionales nefastas. Maduro ya no engaña a nadie, “El 
emperador está desnudo.”98 

Por ello, con razón, Luis Ugalde SJ, apreció que: 

“El NO de los demócratas venezolanos a la fraudulenta y dictatorial votación del 20M ha si-
do impresionante y contundente. No a la trampa inventada por el gobierno para perpetuarse 
con este régimen de muerte. A pesar de la coacción, el chantaje y las amenazas, la gran ma-
yoría de los electores dio un no rotundo a la farsa. Incluso millones de chavistas se negaron a 
la iniquidad. Maduro –luego de todas las maniobras con la bendición del CNE‒ obtuvo me-
nos del 30% de los posibles votantes. Más de la mitad del país se abstuvo, cosa insólita en 
Venezuela.” 

Agregando, sin embargo, que: 

“No basta el NO rotundo (incluso de millones de chavistas) a la trampa gubernamental. Es 
imprescindible, el SÍ democrático al cambio de presidente y de régimen para la recuperación 
de lo proclamado en el Art. 2 de la Constitución “como valores superiores de su ordenamien-
to jurídico y de su actuación, la vida, la libertad, la justicia, la igualdad, la solidaridad, la de-
mocracia, la responsabilidad social y, en general, la preeminencia de los derechos humanos, 
la ética y el pluralismo político”. La violación sistemática de este artículo nos obliga a luchar 
por el restablecimiento de la Constitución (Art. 333).”99 

Ahora bien, el resultado del proceso electoral, con la supuesta “reelección” de Nicolás 
Maduro para un nuevo período constitucional que debe comenzar a partir de enero de 2019 
(2019-2025), a pesar de la masiva abstención y del claro signo de rebelión que significó la 
abstención, y del desconocimiento del mismo incluso por los mismos “contendores” en el 
proceso,100 debe advertirse que lamentablemente puede que no pase de ser eso, y en cambio, 
coloque al país en el riesgo de que más bien produzca el efecto contrario al buscado con la 
rebelión y el rechazo (que es el de la democratización), y que conduzca el cerramiento defini-
tivo de toda posibilidad de la opción electoral para el cambio político democrático en el país, 
mediante la consolidación definitiva del totalitarismo. Como se lo planteó Ramón Guillermo 
Aveledo, apenas concluido el proceso electoral del 20 de mayo de 2018:  

“La resiliencia del sistema venezolano, en su primer sexenio abiertamente pos-Chávez, nos 
da cuenta de un régimen que buscará consolidar el liderazgo de Nicolás Maduro, el más or-
todoxo de los socialistas, hacia un modelo donde el totalitarismo no sea ya un proyecto, sino 

                                            
protesta vino, en su aspecto más notable, del lado de quienes apoyan (o al menos se creía que apo-
yaban) al gobierno; y no demuestra seguir un liderazgo. Al contrario, ha rematado algunos lideraz-
gos en declive, como el de Maduro, demostrando cuán hondo es el vacío en este aspecto.” Véase 
en Tomás Sarka, “La rebelión de as bases,” en Prodavinci, 21 de mayo de 2018, en 
https://prodavinci.com/la-rebelion-de-las-bases/?platform=hootsuite 

98  Véase Paciano Padrón, “El emperador está desnudo,” en opinónynotiias.com, 23 de mayo de 2018 
en http://www.opinionynoticias.com/opinionpolitica/32687-padron-p 

99  Véase Luis Ugalde SJ., “Del No al SI,” en El Universal, 24 de mayo de 2018, en http://www. 
eluniversal.com/el-universal/10167/del-no-al-si 

100  Véase la reseña de Mariano Castillo, Marilia Brocchetto, “Maduro gana las elecciones presidencia-
les; Falcón desconoce el proceso electoral en Venezuela,” CNN. Latinoamérica, 20 de mayo de 
2018, en http://cnnespanol.cnn.com/2018/05/20/venezuela-ya-vota-maduro-busca-la-reeleccion/  
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una realización efectiva por encima de toda oposición social. ¿Tendremos los venezolanos 
cómo resistir o estamos condenados a vivir la realidad de los países sometidos bajo este peso 
ideológico?” 101 

Es decir, el problema es que con el fin de la farsa electoral de mayo de 2018, estando 
cerrada la vía electoral y democrática para el cambio político en el país, quizás lo que pode-
mos presenciar los venezolanos es la consecuente “reactivación” de la Asamblea Nacional 
Constituyente, abriendo la puerta al régimen autoritario para definitivamente proceder a 
eliminar hacia el futuro todo vestigio de “elecciones,” mediante la implementación de lo que 
en 2007 fue el gran fracaso de Hugo Chávez, pero que ahora es la parte esencial de las “bases 
programáticas” que fueron “votadas” en la elección de la Asamblea Constituyente en 2017.  

Esas “bases programáticas” conducen a lo mismo que se persiguió en 2007, y fue el in-
tento de sustituir definitivamente en el país, mediante una reforma constitucional, el régimen 
político venezolano de democracia representativa, por un régimen político de supuesta “de-
mocracia participativa y protagónica” del pueblo, eliminando el sufragio como se ha conoci-
do hasta ahora. 

Y precisamente con tal fin, no hay que olvidar que ahora, la misión fundamental de la 
Asamblea Nacional Constituyente instalada en 2017 que aún no ha anunciado nada concreto 
sobre su misión de proponer la “transformación del Estado,” no es otra distinta que la de 
terminar de destruir todos los últimos vestigios que podían aún existir del nunca estructurado 
Estado democrático y social de derecho, descentralizado y de justicia del cual habla la Cons-
titución de 1999, para lo cual, luego de asumir el gobierno total y absoluto del país, bajo una 
forma asamblearia y tumultuaria, ahora le corresponde comenzar a acometer la estructuración 
de otro Estado distinto, siguiendo el modelo arcaico soviético y cubano, tal y como resultó 
del propio texto de la convocatoria de la Asamblea Constituyente. 

En efecto, conforme al Decreto Nº 2.830 de 1º de mayo de 2017, mediante el cual el 
Presidente de la República convocó inconstitucionalmente la Asamblea Nacional Constitu-
yente, entre los “objetivos programáticos” que le definió a la misma, había uno específica-
mente con redacción ampulosa, que fue quizás el único que realmente apuntó directamente a 
la necesidad de reformar la Constitución para la reforma el Estado, establecer un nuevo orden 
jurídico y dictar una nueva Constitución, en el cual se especificó el siguiente objeto de la 
Asamblea, consistente en la: 

“5. Constitucionalización de las nuevas formas de la democracia participativa y protagónica, 
a partir del reconocimiento de los nuevos sujetos del Poder Popular, tales como las Comunas 
y los Consejos Comunales, Consejos de Trabajadoras y Trabajadores, entre otras formas de 
organización de base territorial y social de la población.”  

Este “objetivo programático,” como se dijo, no pasó de ser son una “reedición” de la 
propuesta de reforma constitucional que el Presidente Hugo Chávez formuló en 2007 para la 
creación de un Estado Socialista, Centralizado y Militarista,102 y que fue rechazada por vota-

                                            
101  Véase Ramón Guillermo Aveledo, “El futuro incierto de Venezuela,” en Diálogo Político, Funda-

ción Konrad Adenauer, 21 de mayo de 2018, en http://dialogopolitico.org/agenda/el-futuro-
incierto-de-venezuela/?utm_source=Konrad-Adenauer-Stiftung&utm_medium=email&utm_cam 
paign=23-05-2018+Bolet%C3%ADn+53+Di%C3%A1logo+Pol%C3%ADtico+&utm_content= 
Mailing_7081853 

102  Véase Allan Brewer-Carías, “Estudio sobre la propuesta presidencial de reforma constitucional 
para la creación de un Estado Socialista, Centralizado y Militarista en Venezuela (análisis del an-
teproyecto presidencial, agosto 2007,” en Anuario da Facultade de Dereito da Universidade da 
Coruña, Revista jurídica interdisciplinaria internacional, Con. 12, La Coruña 2008, pp. 87-125; 
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ción popular en el referendo que tuvo lugar el 2 de diciembre de 2007; y que sin embargo, en 
fraude a la voluntad popular se ha venido implementando en forma ilegítima e inconstitucio-
nal, mediante leyes y decretos leyes,103 e, incluso, mediante “interpretaciones constituciona-
les” emitidas solícitamente por la Sala Constitucional, en muchos casos a petición del propio 
Ejecutivo Nacional.104 

Entre esos objetivos estaba, en primer lugar, el establecimiento de un Estado Socialista 
Centralizado, como se propuso en 2007,105 pues como dijo el mismo Presidente Chávez en 
2007, “así como el candidato Hugo Chávez repitió un millón de veces en 1998, ‘Vamos a 
Constituyente’, el candidato Presidente Hugo Chávez [en 2006] dijo: ‘Vamos al Socialis-
mo’, [agregando que a su juicio] todo el que votó por el candidato Chávez, votó por ir al 
socialismo”.106 

Por ello, el Anteproyecto de Constitución que presentó en 2007 ante la Asamblea Na-
cional fue para “la construcción del socialismo Bolivariano, el socialismo venezolano, nues-
tro socialismo, nuestro modelo socialista”,107 cuyo “núcleo básico e indivisible” era “la co-
munidad”, “donde los ciudadanos y las ciudadanas comunes, tendrán el poder de construir su 
propia geografía y su propia historia.”108 Y todo ello bajo la premisa de que “sólo en el socia-
                                            

“La proyectada reforma constitucional de 2007, rechazada por el poder constituyente originario”, 
en Anuario de Derecho Público 2007, Año 1, Instituto de Estudios de Derecho Público de la Uni-
versidad Monteávila, Caracas 2008, pp. 17-65; “La reforma constitucional en Venezuela de 2007 y 
su rechazo por el poder constituyente originario”, en Revista Peruana de Derecho Público, Año 8, 
N° 15, Lima, Julio-Diciembre 2007, pp. 13-53; “El sello socialista que se pretendía imponer al Es-
tado”, en Revista de Derecho Público, N° 112, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 
71-76; “Estudio sobre la propuesta presidencial de reforma constitucional para la creación de un 
Estado Socialista, Centralizado y Militarista en Venezuela (Agosto 2007”, Revista de Derecho 
Público”, N° 111, (julio-septiembre 2007), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007, pp. 7-42; 
“Estudio sobre la propuesta de Reforma Constitucional para establecer un Estado Socialista, Cen-
tralizado y Militarista (Análisis del Anteproyecto Presidencial, Agosto de 2007)”, Cadernos da 
Escola de Direito e Relações Internacionais da UniBrasil, Nº 07, Curitiba, 2007; “Hacia creación 
de un Estado socialista, centralizado y militarista en Venezuela (2007)”, Revista de Derecho Polí-
tico, N° 70, Madrid, septiembre-diciembre 2007, pp. 381-432. Igualmente véase lo que expuse en 
Allan Brewer-Carías, Hacia la consolidación de un Estado socialista, centralizado, policial y mili-
tarista. Comentarios sobre el sentido y alcance de las propuestas de reforma constitucional 2007, 
Colección Textos Legislativos, Nº 42, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2007; La reforma 
constitucional de 2007 (Comentarios al proyecto inconstitucionalmente sancionado por la Asam-
blea Nacional el 2 de noviembre de 2007), Colección Textos Legislativos, Nº 43, Editorial Jurídi-
ca Venezolana, Caracas 2007. 

103  Véanse los diversos estudios sobre los decretos leyes de 2008, en Revista de Derecho Público, Nº 
115 (Estudios sobre los Decretos Leyes), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2008. 

104  Véase Allan Brewer-Carías, “¿Reforma constitucional o mutación constitucional?: La experiencia 
venezolana.” en Revista de Derecho Público, Nº 137 (Primer Trimestre 2014, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2014, pp. 19-65. 

105  Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías, Presi-
dente Constitucional de la República Bolivariana de Venezuela en la conmemoración del Ducenté-
simo Segundo Aniversario del Juramento del Libertador Simón Bolívar en el Monte Sacro y el 
Tercer Aniversario del Referendo Aprobatorio de su mandato constitucional, Sesión especial del 
día miércoles, 15 de agosto de 2007, Asamblea Nacional, División de Servicio y Atención Legisla-
tiva, Sección de Edición, Caracas, 2007.  

106  Ídem, p. 4. 
107  Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez Frías … 

cit., p. 34. 
108  Ídem, p. 32. 
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lismo será posible la verdadera democracia,”109 pero por supuesto, una “democracia” sin 
representación que, como lo propuso el propio Chávez y fue sancionado por la Asamblea 
Nacional en la rechazada reforma del artículo 136 de la Constitución, “no nace del sufragio ni 
de elección alguna, sino que nace de la condición de los grupos humanos organizados como 
base de la población”. Es decir, lo que se buscaba entonces, y ahora se busca con la Asam-
blea Nacional Constituyente de 2017, es el establecimiento de una “democracia” que no es 
democracia, pues en el mundo moderno no hay ni ha habido democracia sin elección de 
representantes. 

Todas esas propuestas de entonces, rechazadas por el pueblo en diciembre de 2007, las 
resumió el Presidente Chávez en su Discurso del 15 de agosto de 2007, así:  

“en el terreno político, profundizar la democracia popular bolivariana; en el terreno econó-
mico, preparar las mejores condiciones y sembrarlas para la construcción de un modelo eco-
nómico productivo socialista, nuestro modelo, lo mismo en lo político, la democracia socia-
lista; en lo económico, el modelo productivo socialista; en el campo de la Administración 
Pública, incorporar novedosas figuras para aligerar la carga, para dejar atrás el burocratismo, 
la corrupción, la ineficiencia administrativa, cargas pesadas del pasado, que todavía tenemos 
encima como rémoras, como fardos en lo político, en lo económico, en lo social.110 

Esta reforma que a través de la inconstitucionalmente convocada Asamblea Constitu-
yente se ha pretendido reeditar a partir de 2017, toca las bases fundamentales del Estado, en 
particular, en relación con la ampliación constitucional de la propuesta de crear un Estado 
Socialista en sustitución del Estado democrático y social de Derecho; y con la eliminación de 
la descentralización como política de Estado, supuestamente en aras de promover una “parti-
cipación política protagónica” del pueblo, pero sin libertad alguna, encadenada en un sistema 
de centralización del poder. 

En ese contexto, ahora, según se infiere de las “bases programáticas” de la Asamblea 
Constituyente inconstitucionalmente convocada, lo que se pretende es crear las comunas, los 
consejos comunales y de trabajadores como el núcleo territorial básico del Estado Socialista 
como supuestos medios de participación y protagonismo del pueblo y para la construcción 
colectiva y cooperativa de una economía socialista; barriendo de la Constitución toda idea de 
descentralización como organización y política pública, de autonomía territorial y de demo-
cracia representativa a nivel local, y por tanto, de la posibilidad de existencia de entidades 
políticas autónomas como los Estados y Municipios, sustituyendo a éstos por los Consejos 
del Poder Popular como formas de agregación comunitaria controlados desde el Poder cen-
tral, pero sin democracia representativa alguna, sino sólo como supuesta expresión de demo-
cracia directa.111 

                                            
109  Ídem, p. 35. Estos conceptos se recogieron igualmente en la Exposición de Motivos para la Refor-

ma Constitucional, Agosto 2007, donde se expresa la necesidad de “ruptura del modelo capitalista 
burgués” (p. 1), de “desmontar la superestructura que le da soporte a la producción capitalista” (p. 
2); de “dejar atrás la democracia representativa para consolidar la democracia participativa y pro-
tagónica” (p. 2); de “crear un enfoque socialista nuevo” (p. 2) y “construir la vía venezolana al so-
cialismo” (p. 3); de producir “el reordenamiento socialista de la geopolítica de la Nación” (p. 8); 
de la “construcción de un modelo de sociedad colectivista” y “el Estado sometido al poder popu-
lar” (p. 11); de “extender la revolución para que Venezuela sea una República socialista, boliva-
riana”, y para “construir la vía venezolana al socialismo; construir el socialismo venezolano como 
único camino a la redención de nuestro pueblo” (p. 19). 

110  Ídem, p. 74. 
111  Como Chávez lo indicó en 2007: se trataba del “desarrollo de lo que nosotros entendemos por 

descentralización, porque el concepto cuarto-republicano de descentralización es muy distinto al 
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En ese esquema entonces, lo que se propone es la eliminación de la democracia repre-
sentativa a nivel local que exige, conforme a la Constitución de 1999 que todos los titulares 
de los órganos del poder público tengan siempre su origen en elección popular. Esa democra-
cia representativa, por supuesto, no se opone a democracia participativa; pero en forma algu-
na ésta puede pretender sustituir a aquélla, particularmente porque participar es sólo posible 
cuando, mediante la descentralización, se crean autoridades locales autónomas cerca del 
ciudadano, en los niveles territoriales más pequeños, lo que implica desparramar el poder.  

Este sistema democrático es contrario a la concentración del poder y al centralismo, que 
es lo que se buscaba encubrir con la falacia de la supuesta “participación protagónica,”112 en 
un régimen autoritario, centralizador y concentrador del poder que impedirá la efectiva parti-
cipación política, al eliminarse los entes territoriales descentralizados políticamente, sin los 
cuales no puede haber efectivamente democracia participativa. En ese esquema que se propo-
ne “constitucionalizar,” los Consejos del Poder Popular no serán más de lo que son, es decir, 
una simple manifestación de movilización controlada desde el poder central, que es lo que ha 
ocurrido, precisamente, con los Consejos Comunales desde su creación por Ley en 2006,113 
cuyos miembros no son electos mediante sufragio, sino designados por asambleas de ciuda-
danos a mano alzada controladas por el propio Poder Ejecutivo Nacional.  

Ello es lo que se perseguía con la rechazada reforma constitucional de 2007, que en 
2018 se quiere reeditar, habiéndose previsto entonces de manera expresa que los integrantes 
de los diversos Consejos del Poder Popular no nacen “del sufragio ni de elección alguna, sino 
que nacen de la condición de los grupos humanos organizados como base de la población.” 

Por otra parte, no es posible concebir un esquema de supuesta participación protagónica 
del pueblo si solo es para la construcción del socialismo, como se propone en las “bases 
programáticas” decretadas en 2017 para la elección inconstitucional de la Asamblea Consti-
tuyente en 2017. Ello es lo contrario a lo previsto en el artículo 62 de la Constitución de 
1999, que habla del derecho “de participar libremente en los asuntos públicos, directamente 
o por medio de sus representantes elegidos o elegidas,” refiriéndose a “la participación del 
pueblo en la formación, ejecución y control de la gestión pública” como “el medio necesario 
para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto individual como 
colectivo”, a través de los mecanismos de participación enumerados en el artículo 70. 

Con la rechazada reforma constitucional de 2007, que se propuso reeditar a partir de la 
convocatoria e instalación de la Asamblea Constituyente de 2017, dichos medios de partici-
                                            

concepto que nosotros debemos manejar. Por eso incluimos aquí la participación protagónica, la 
transferencia del poder y crear las mejores condiciones para la construcción de la democracia so-
cialista.” Véase Discurso de Orden pronunciado por el ciudadano Comandante Hugo Chávez 
Frías…., cit., p. 5.  

112  En la Exposición de Motivos del Proyecto de Reforma Constitucional presentado por el Presidente 
de la República, en agosto 2007, se lee que el Poder Popular “es la más alta expresión del pueblo 
para la toma de decisiones en todos sus ámbitos (político, económico, social, ambiental, organiza-
tivo, internacional y otros) para el ejercicio pleno de su soberanía. Es el poder constituyente en 
movimiento y acción permanente en la construcción de un modelo de sociedad colectivista de 
equidad y de justicia. Es el poder del pueblo organizado, en las más diversas y disímiles formas de 
participación, al cual está sometido el poder constituido. No se trata del poder del Estado, es el Es-
tado sometido al poder popular. Es el pueblo organizado y organizando las instancias de poder que 
decide las pautas del orden y metabolismo social y no el pueblo sometido a los partidos políticos, a 
los grupos de intereses económicos o a una particularidad determinada”, op. cit, p. 11.  

113  Véanse los comentarios sobre ello en Allan Brewer-Carías et al, Ley Orgánica del Poder Público 
Municipal, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2007, pp. 75 y ss.  
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pación política, entre los cuales están los Consejos del Poder Popular, en ningún caso son 
“libres” pues quedan reducidos a “la construcción del socialismo,” siendo en definitiva ex-
cluyentes y discriminatorios. 

Por otra parte, otro de los aspectos esenciales de la reforma constitucional rechazada de 
2007 que ahora se busca reeditar por la Asamblea Nacional Constituyente instalada en 2017, 
fue el referido vaciamiento total de la forma de organización federal del Estado, con la elimi-
nación de la previsión constitucional que garantiza la autonomía de los Estados y Municipios.  

En un Estado centralizado del Poder Popular como el propuesto en 2007 y que se quiere 
ahora reeditar por la Asamblea Constituyente, no hay posibilidad de que existan entidades 
políticas territoriales (Estados y Municipios), con autoridades electas mediante sufragio di-
recto, universal y secreto. Por ello no fue más que otra falacia que la Presidenta del Consejo 
Nacional Electoral anunciara el 16 de mayo de 2017 que habría elecciones regionales de 
gobernadores a finales de 2017. Efectivamente se realizaron, pero electa la Asamblea Consti-
tuyente, quedó eliminada la autonomía de los Estados, al imponerse a los gobernadores su 
sumisión a la Asamblea Constituyente. 

Por otra parte, en cuanto a los Municipios, con la reforma de 2007, que ahora quiere re-
editar la Asamblea Constituyente instalada desde 2017, los mismos perderán su carácter de 
unidad política primaria en la organización nacional, como lo indica la Constitución, trasla-
dándose esa condición a las comunas, como las células sociales del territorio, conformadas 
por las “comunidades,” como el núcleo territorial básico e indivisible del Estado Socialista. 
Por lo demás, con la elección de Alcaldes decretada inconstitucionalmente por la Asamblea 
Constituyente para diciembre de 2017, también quedó eliminada la autonomía de los Munici-
pios, al imponerse igualmente a los alcaldes su sumisión a la Asamblea Constituyente. 

En definitiva, lo que se propone la Asamblea Nacional Constituyente conforme a la base 
programática de constitucionalizar el Poder Popular, no es otra cosa que eliminar la distribu-
ción vertical del Poder Público entre el Poder Municipal, el Poder Estatal y el Poder Nacional 
(art. 136), cada uno con su grado de autonomía, sus autoridades electas mediante sufragio 
directo y universal, y sus respectivas competencias; y sustituirlo por un esquema centralizado 
de Estado Comunal, con la advertencia expresa como se concibió en 2007, de que dicho 
“Poder Popular no nace del sufragio ni de elección alguna, sino que nace de la condición de 
los grupos humanos organizados como base de la población,” mediante un agregado de con-
sejos organizados en forma piramidal y de designación de sus directivas mediante elecciones 
indirectas. Un anticipo de ello fue la eliminación por la Asamblea Nacional Constituyente en 
diciembre de 2017, de las autoridades municipales electas del nivel metropolitano del Distrito 
del Alto Apure y del Área Metropolitana de Caracas.114 

En ese nuevo Estado, que seguramente algunos en la Asamblea Nacional Constituyen-
te están en proceso de diseñar en la oscuridad y con todo secretismo, en definitiva se busca 
eliminar toda idea de representatividad democrática, y por tanto, a la democracia misma 
como régimen político, desapareciendo el pilar orgánico de las Constituciones democrát i-
cas modernas que es el de la separación de poderes, consolidándose en su lugar un Estado 
centralizado, conducido por un gobierno autocrático que se seguirá configurando como una 

                                            
114  Véase el comentario al decreto constituyente en Allan Brewer-Carías, Usurpación Constituyente 

1999, 2017. La historia se repite: una vez como farsa y la otra como tragedia, Colección Estudios 
Jurídicos, Nº 121, Editorial Jurídica Venezolana International, Caracas 2018. 
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especie de nueva “monarquía” de hecho, como las que comienzan a consolidarse en el mundo 
contemporáneo siguiendo el modelo ruso y cubano.115 

El desarrollo del fracasado proyecto de reforma constitucional de Chávez de 2007, de 
construir en Venezuela un Estado y sociedad socialista, en sustitución del Estado democráti-
co y social de derecho, incluso, como lo observó Anatoly Kurmanaev, había sido hasta mar-
ginado por el candidato Sr. Maduro, quien más bien “abandonó los slogan izquierdistas en 
favor de otros directamente clientelares: Vota por mí, y agarraras del reparto la comida,” 
suplantando incluso en su campaña de 2018 “al Partido Socialista Unido por un movimiento 
político de nombre anodino: Movimiento Somos Venezuela.”116 De su análisis sobre “la 
tragedia de Venezuela” al terminar a su asignación periodística en Venezuela que inició en 
2013, Kurmanaev, constató que “el llamado gobierno socialista ni siquiera hizo intento de 
proteger la atención médica y la educación, los dos supuestos pilares de su programa,” con-
cluyendo con su apreciación lapidaria de que “Esto no fue socialismo. Fue una kleptocacia, el 
gobierno de los ladrones (This wasn’t Socialism. It was keleptocracy-the rule of thieves).117 

Pero, sin embargo, bastó una cuestionada “reelección” para que en el discurso del Sr. 
Maduro en el acto de su “juramentación” anticipada como Presidente “reelecto” ante la 
Asamblea Nacional Constituyente el día 24 de mayo de 2018, después de reconocer que 
“hace falta una rectificación profunda, hay que hacer las cosas de nuevo y mejor. No estamos 
haciendo las cosas bien y tenemos que cambiar este país,”118 haya procedido a anunciar el 
curso que se proponía tomar hacia el futuro, para “rectificar,” indicando que “Venezuela ha 
vuelto a ratificar su rumbo: el socialismo,” haciendo un llamado, según reseñó la prensa, 
para:  

“poner en marcha las cinco dimensiones del socialismo propuestas por el Presidente Chávez 
aplicadas como fórmulas de planificación: Ética, moral, espiritual; Política, ideológica, insti-
tucional; Social; Económica; Territorial. 

Estoy más comprometido que nunca con nuestro pueblo. Han elegido ustedes un Presidente 
para construir el socialismo; para solucionar los problemas; para el diálogo y la pacificación; 
que es pueblo, que es pueblo de verdad. Un Presidente pueblo, finalizó.”119 

Como lo analizó Daniel Zovatto en su artículo “Venezuela: qué sigue después de la far-
sa electoral,” publicado el 18 de mayo de 2018, en la víspera de la “reelección” presidencial:  

                                            
115  Véase Allan Brewer-Carías, “Las nuevas “monarquías hereditarias” latinoamericanas, la democra-

cia como disfraz y la reelección indefinida de los gobernantes. El caso de la sentencia 084 del Tri-
bunal Constitucional Plurinacional de Bolivia de 28 de noviembre de 2017,” 2 diciembre de 2017, 
en http://allanbrewercarias.net/site/wp-content/uploads/2017/12/180.-Brewer.doc-Sentencia-Nº-
84-Bolivia-y-las-nuevas-monarquias.pdf. 

116  Véase Anatoly Kurmanaev, “The Tragedy of Venezuela. A Country Ruled by Thives,” en The 
Wall Street Journal, New York 26-27 de mayo de 2018, p. C2. 

117  Ídem. 
118  Véase “Maduro juró como presidente ante la Constituyente, en un acto inesperado,” en Noticias 

Caracol, 24 de mayo de 2018, en https://noticias.caracoltv.com/mundo/maduro-juro-como-
presidente-ante-la-constituyente-en-un-acto-inesperado-ie11269. 

119  Véase “Maduro juró como presidente ante la Constituyente, en un acto inesperado,” en Noticias 
Caracol, 24 de mayo de 2018, en https://noticias.caracoltv.com/mundo/maduro-juro-como-
presidente-ante-la-constituyente-en-un-acto-inesperado-ie11269. Véase igualmente la reseña de 
Mayela Armas y Juan Forero, “Maduro Quickly Sworn In After Contested Vote,” en The New 
York Times, New York, 25 de mayo de 2018, p. A7. 
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“A partir del lunes 21 de mayo, la crisis venezolana entra en una nueva etapa. Maduro será, 
para amplios sectores de la sociedad venezolana y de la comunidad internacional, un presi-
dente carente de toda legitimidad democrática de origen. 

Veo muy complejo su nuevo período. Según Datanálisis, el 66 % de los encuestados conside-
ra que Maduro no tiene ni un buen plan ni un buen equipo para gobernar el país, mientras 
que otro 66 % opina que de ganar Maduro la situación del país empeorará. 

Pese a los importantes desafíos que el país enfrenta, no anticipo, lamentablemente, cambios 
positivos ni en el frente económico ni en el político ni en el humanitario. La crisis económica 
va a empeorar. 

El 95 % de las divisas que ingresan al país dependen del petróleo, cuya producción ha caído 
a 1,4 millones de barriles diarios; menos de la mitad de los 3,2 millones que Venezuela pro-
ducía diariamente en el 2013. Por su parte, la hiperinflación (la cual según el FMI será en el 
2018 superior al 13.000%) continuará su espiral ascendente. Lo mismo ocurrirá con los de 
por sí muy altos niveles de pobreza (80%) y de desabastecimiento (de alimentos y medici-
nas), todo lo cual profundizará la crisis humanitaria y aumentará, aún más, la salida de vene-
zolanos, diáspora que está a punto de generar una muy seria crisis regional. 

En el frente político, y pese al anuncio efectuado por Maduro, que de ganar las elecciones haría 
de inmediato un llamado al diálogo y a la conformación de un gobierno de unidad, anticipo un 
mayor endurecimiento del autoritarismo, de la mano de la ilegítima Asamblea Nacional Consti-
tuyente, para anular a la Asamblea Nacional y concentrar la totalidad del poder político.”120 

XII 

Ante esa perspectiva, después de la elección de la ilegítima y fraudulenta Asamblea Na-
cional Constituyente en 2017, de la elección bajo su control y dominio de los Gobernadores 
de Estado y de los Alcaldes también en 2017, y de la “reelección” de quien ejerce la Presi-
dencia de la República en 2018, puede decirse que en el país, a pesar de que el pueblo mayo-
ritario votó en 2007 contra el proyecto de dictadura socialista, lo que ratificó en julio de 2017 
al oponerse mayoritariamente a la instalación de la Asamblea Constituyente, y en mayo de 
2018 al rechazar con su abstención la elección presidencial, lo cierto es que partir del 21 de 
mayo de 2018, puede decirse que ya se agotaron las fórmulas electorales, democráticas y 
pacíficas a través de las cuales el pueblo pueda votar efectivamente contra la dictadura, y 
cambiarla.121 

Tal como lo destacó Tulio Álvarez, “pase lo que pase: no hay salida electoral,” desta-
cando, para corroborar su afirmación, los sucesivos fraudes electorales que se han sucedido 
en el país,122 los cuales siempre contaron con la intervención o aval “oportuno” de la Sala 
                                            
120  Véase Daniel Zovatto, “Venezuela: qué sigue después de la farsa electoral.” En La Nación, Bue-

nos Aires, 18 de mayo de 2018, en https://www.nacion.com/opinion/columnistas/venezuela-que-
sigue-despues-de-la-farsa-electoral/D42GI55WTFFPFNNHFQDY4GZCOY/story/ 

121  Por ejemplo, el senador Marco Rubio expresó en su cuenta Tweeter (@marcorubio), el 20 de mayo 
de 2018, que “Por años el régimen de #Maduro ha utilizado la promesa de elecciones para dividir y 
confundir. Ahora ya no queda duda que no hay una salida electoral mientras que el régimen esté en el 
poder.” Véase en El Impulso, 20 de mayo de 2018, en http://www.elimpulso. com/featured/marco-
rubio-ahora-no-queda-duda-que-no-hay-salida-electoral-en-venezuela-20may. En esta apreciación 
coincide Anatoly Kurmanaev, al indicar que para “la mayoría de los venezolanos comunes quienes 
conozco, la victoria preordenada del Sr. Maduro del último fin de semana borró la última tenue luz de 
esperanza de que sus vidas podían mejorar por medios democráticos y pacíficos. Lo que queda es el 
exilio o mayor miseria.” Véase Anatoly Kurmanaev, “The Tragedy of Venezuela. A Country Ruled 
by Thives,” en The Wall Street Journal, New York 26-27 de mayo de 2018, p. C2. 

122  Véase Tulio Álvarez, “Pase lo que pase: No hay salida electoral,” en TalCual, 22 de mayo de 2018, 
en http://talcualdigital.com/index.php/2018/05/22/pase-lo-pase-no-salida-electoral-tulio-alvarez/ 
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Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, entre ellos los siguientes como lo fuimos 
observando y analizando en el pasado: primero, el “fraude inaugural” con ocasión del refe-
rendo revocatorio contra el Presidente Chávez, quien luego de haber inflado el registro elec-
toral con una masiva naturalización de indocumentados, ya pesar de ello haber quedado revo-
cado en su mandato, fue sin embargo “ratificado” en su cargo luego de que la Sala Constitu-
cional y el Consejo Nacional Electoral lo convirtieran el referendo revocatorio en un “refe-
rendo ratificatorio;”123 segundo, el fraude electoral en la sucesión presidencial a raíz del falle-
cimiento de Chávez en 2012, con la elección de Nicolás Maduro, sin separarse del cargo de 
Vicepresidente y con una mínima mayoría no creíble;124 tercero, la “suspensión” de la pro-
clamación de dos diputados electos a la Asamblea Nacional por el Estado Bolívar para quita-
re a la oposición la mayoría calificada de votos;125 cuarto, la injusta condena de Leopoldo 
López, uno de los principales líderes de la oposición, mediante una sentencia amañada como 
lo reconocieron los Fiscales que lo acusaron,126 quien además había sido inhabilitado políti-
camente por la Contraloría General de la República desde 2012;127 quinto, el desconocimiento 
de lo decidido en la asamblea de ciudadanos el 16 de julio de 2017, en contra de la convoca-
toria de una Asamblea Constituyente, respaldado por más de 7.5 millones de votos;128 sexto, 

                                            
123  Véase Allan Brewer-Carías, “La Sala Constitucional vs. el derecho ciudadano a la revocatoria de 

mandatos populares: de cómo un referendo revocatorio fue inconstitucionalmente convertido en un 
“referendo ratificatorio,” en Crónica sobre la “in” justicia constitucional. La sala constitucional y 
el autoritarismo en Venezuela, Colección Instituto de Derecho Público, Universidad Central de 
Venezuela, Nº 2, Caracas 2007, pp. 349-378. 

124  Véase el comentario en Allan Brewer-Carías, El golpe a la democracia dado por la Sala Constitu-
cional (De cómo la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia de Venezuela impuso un 
gobierno sin legitimidad democrática, revocó mandatos populares de diputada y alcaldes, impidió 
el derecho a ser electo, restringió el derecho a manifestar, y eliminó el derecho a la participación 
política, todo en contra de la Constitución), Colección Estudios Políticos Nº 8, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2014, 354 pp.; segunda edición, (Con prólogo de Francisco Fernández Sega-
do), 2015; y en “Crónica sobre las vicisitudes de la impugnación de la elección presidencial de 14 
de abril de 2013 ante la Sala Electoral, el avocamiento de las causas por la Sala Constitucional, y 
la ilegítima declaratoria de la legitimidad de la elección de Nicolás Maduro mediante una Nota de 
prensa del Tribunal Supremo,” en Asdrúbal Aguiar (Compilador), El Golpe de Enero en Venezue-
la (Documentos y testimonios para la historia), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2013, pp. 
297-314. 

125  Véase Allan Brewer-Carías, “El irresponsable intento de “golpe judicial” electoral, y la necesaria 
revocación inmediata de la inconstitucional “designación” de los magistrados de la Sala Electoral 
efectuada por la Asamblea moribunda, 4 de enero de 2016, en: http://www.allanbrewercarias.com/ 
Content/449725d9-f1cb-474b-8ab2-41efb849fea3/Content/LA%20IRRESPONSABILIDAD%20EN 
%20EL%20GOLPE%20JUDICIAL%20ELECTORAL%20Y%20LA%20REVOCACI%C3%93N%
20DE%20LOS%20JUECES%2004-01-2016.pdf 

126  Véase Allan Brewer-Carías, “La condena contra Leopoldo López por el “delito de opinión”. O de 
como los jueces del horror están obligando al pueblo a la rebelión popular,” en Revista de Derecho 
Público, Nº 143-144, julio-diciembre 2015, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2015, pp. 438-
459. 

127  Véase Allan Brewer-Carías, “El derecho político de los ciudadanos a ser electos para cargos de 
representación popular y el alcance de su exclusión judicial en un régimen democrático (O de có-
mo la Contraloría General de la República de Venezuela incurre en inconstitucionalidad e incon-
vencionalidad al imponer sanciones administrativas de inhabilitación política a los ciudadanos)”, 
en Revista Elementos de Juicio, Año V, Tomo 17, Bogotá 2012, pp. 65-104. 

128  Véase Allan Brewer-Carías, “La consulta del 16 de julio debe verse como una expresión de rebe-
lión popular y de desobediencia civil en ejercicio del derecho ciudadano a la participación políti-
ca,” 10 de julio de 2017, en http://allanbrewercarias.net/site/wp-content/uploads/2017/07/167.-
doc.-Consulta-16-de-julio-y-rebeli%C3%B3n-popular..pdf  
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la inconstitucional y fraudulenta elección de la Asamblea Nacional Constituyente el 30 de 
julio de 2018, donde hubo una muy escasa participación electoral que contrastó con la infla-
das cifras presentada por el Consejo Nacional Electoral (más de 8 millones de votos), luego 
de la denuncia de fraude hecha por la propia empresa encargada de los cómputos electora-
les;129 séptimo, las elecciones de gobernadores realizadas el 15 de octubre de 2017, con resul-
tados no creíbles, sometidas a los designios de la Asamblea Constituyente, al punto de ser 
anulada la elección de gobernadores que no se sometieron a la voluntad de la Asamblea;130 
octavo, la realización también tardíamente, en diciembre de 2018, de las elecciones de Alcal-
des, en la cual no participaron los principales partidos políticos de oposición, por lo que 
fueron “sancionados” por el Consejo Nacional Electoral, con el resultado de que no pudieron 
renovar su inscripción, quedando excluidos de poder participar en cualquier elección; 131 y 
noveno, la inhabilitación de Henrique Capriles y otros de los principales líderes de la oposi-
ción por la Contraloría General de la República, por motivos fútiles;132 a lo que hay que agre-
gar la persecución contra otros líderes de la oposición como María Corina Machado y Anto-
nio Ledezma, que han sido sometidos a procesos judiciales injustos. Y todo ello, culminando 
con la “reelección” presidencial del 20 de mayo de 2018, que nadie materialmente reconoce. 

Queda por tanto en el ámbito interno, el ejercicio del derecho ciudadano a la resistencia 
a cumplir y acatar leyes que son ilegítimas, inconstitucionales e injustas, y a obedecer a auto-
ridades ilegítimas y que, además, desconocen los principios o valores de la democracia y 
violan los derechos humanos.133 Ello, además, más que un derecho ciudadano constituye un 
deber que se consagra expresamente en el artículo 350 de la Constitución, que establece que: 

“El pueblo de Venezuela, fiel a su tradición republicana, a su lucha por la independencia, la 
paz y la libertad, desconocerá cualquier régimen, legislación o autoridad que contraríe los 
valores principios y garantías democráticos o menoscabe los derechos humanos.” 

Esta norma consagra constitucionalmente lo que la filosofía política moderna ha califi-
cado como desobediencia civil, que es una de las formas como se manifiesta el derecho de 
resistencia, cuyo origen histórico está en el derecho a la insurrección, que tuvo su fuente en la 

                                            
129  Véase Allan Brewer-Carías, La inconstitucional convocatoria de una Asamblea Nacional Consti-

tuyente en mayo de 2017. Un nuevo fraude a la Constitución y a la voluntad popular, Colección 
Textos Legislativos, Nº 56, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017.  

130  Véase Allan Brewer-Carías, “Crónica constitucional de un gran fraude y de una gran burla: las 
elecciones de gobernadores, el “dilema diabólico” que la oposición no supo resolver unida ni por 
unanimidad, y la humillante subordinación ante la fraudulenta Asamblea Constituyente,” 24 octu-
bre 2017, en http://allanbrewercarias.net/site/wp-content/uploads/2017/10/179.-doc.-Brewer.-
Cr%C3%B3nica-constitucional-de-Gran-Fraude-y-Gran-Burla.-elecci%C3%B3n-Gobernad.-24-
10-2017.pdf 

131  Véase el comentario sobre estas acciones en Allan Brewer-Carías, Usurpación Constituyente 
1999, 2017. La historia se repite: una vez como farsa y la otra como tragedia, Colección Estudios 
Jurídicos, Nº 121, Editorial Jurídica Venezolana International, 2018 

132  Véase Allan Brewer-Carías, “La inconstitucional inhabilitación política y revocación de su manda-
to popular, impuestos al gobernador del Estado Miranda Henrique Capriles Radonski, por un fun-
cionario incompetente e irresponsable, actuando además con toda arbitrariedad,” en Revista de De-
recho Público, Nº 149-150, (enero-junio 2017), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2017, pp. 
326-337. 

133  Como lo expresó Antonio Sánchez García, “Llegamos al llegadero. No nos quedan sino dos cami-
nos hacia la libertad: la intervención humanitaria o la rebelión civil. O, en el mejor de los casos, 
una sabia combinación de ambos vectores.” Véase Antonio Sánchez García, “Sin máscaras ante el 
abismo,” en El Nacional, 27 de mayo de 2018, en http://www.el-nacional.com/noticias/colum-
nista/sin-mascaras-ante-abismo_237137. 



ESTUDIOS 

 

211 

teoría política difundida por John Locke;134 el cual se complementa con el derecho a la rebe-
lión contra los gobiernos de hecho, consagrado en el artículo 333 de la misma Constitución 
que establece el deber de “todo ciudadano investido o no de autoridad, de colaborar en el 
restablecimiento de la efectiva vigencia de la Constitución,” si la misma perdiera “su vigen-
cia o dejare de observarse por acto de fuerza o porque fuere derogada por cualquier otro 
medio distinto al previsto en ella.”135 

Es el único caso en el cual una Constitución pacifista como la de 1999, admite que pue-
da haber un acto de fuerza para reaccionar contra un régimen que de hecho haya irrumpido 
contra la Constitución, o cuando dicho régimen ha materialmente derogado la misma sin 
seguir los procedimientos previstos en ella, como ha ocurrido en Venezuela, donde como 
hemos dicho, carecemos de Constitución.136 

En todo caso, frente a leyes inconstitucionales, ilegítimas e injustas dictadas por los ór-
ganos del Poder Público, o frente a gobiernos que usurpan el poder, en realidad, no estamos 
en presencia de este deber-derecho a la rebelión, sino del derecho a la resistencia y, particu-
larmente, del derecho a la desobediencia civil, que tiene que colocarse en la balanza de la 
conducta ciudadana junto con el deber constitucional de la obediencia a las leyes. 

En ese marco, y al no cumplir la “reelección” presidencial del 20 de mayo de 2018, con 
los estándares nacionales propios de un proceso democrático, libre, justo y trasparente, la 
Asamblea Nacional, mediante Acuerdo adoptado el día 22 de mayo de 2018, denunció el 
proceso electoral del 20 de mayo de 2018, como una “farsa” que: 

“incumplió todas las garantías electorales reconocidas en Tratados y Acuerdos de Derechos 
Humanos, así como en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y la Ley 
Orgánica de Procesos Electorales, tomando en cuenta la ausencia efectiva del Estado de De-
recho; la parcialidad del árbitro electoral; la violación de las garantías efectivas para el ejer-
cicio del derecho al sufragio y para el ejercicio del derecho a optar a cargos de elección po-
pular; la inexistencia de controles efectivos en contra de los actos de corrupción electoral 
perpetrados por el Gobierno; la sistemática violación a la libertad de expresión, aunada a la 
parcialidad de los medios de comunicación social controlados por el Gobierno, y la ausencia 
de mecanismos efectivos y transparentes de observación electoral.” 

Por ello, además de otras razones, considerando también que la mayoritaria abstención 
en el proceso se habría configurado como una “decisión del pueblo de Venezuela, quien en 
defensa de nuestra Constitución y bajo el amparo de los artículos 333 y 350 que la misma 
consagra, decidió rechazar, desconocer y no convalidar la farsa convocada para el 20 de 

                                            
134  Véase John Locke, Two Treaties of Government (ed. P. Laslett), Cambridge 1967, p. 211. Ade-

más, tiene su antecedente constitucional remoto en la Constitución Francesa de 1793 en el último 
de los artículos de la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano que la precedía, en 
el cual se estableció que: “Art. 35. Cuando el gobierno viole los derechos del pueblo, la insurrec-
ción es, para el pueblo y para cada porción del pueblo, el más sagrado de los derechos y el más in-
dispensable de los deberes.” 

135  Véase sobre el tema de la desobediencia civil, Allan Brewer-Carías, “El derecho a la desobedien-
cia y a la resistencia contra la opresión, a la luz de la Declaración de Santiago” en Carlos Villán 
Durán y Carmelo Faleh Pérez (directores), El derecho humano a la paz: de la teoría a la práctica, 
CIDEAL/AEDIDH, Madrid 2013, pp. 167-189. 

136  Véase Jesús María Alvarado Andrade, “Aproximación a la tensión Constitución y libertad en 
Venezuela,” en Revista de Derecho Público, N° 123, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, 
pp. 17-43. Véase igualmente lo indicado por la ONG Acceso a la Justicia, “Entierro de la Carta 
Magna den Venezuela,” en la patilla.com, 25 de mayo de 2018, en https://www.lapatilla.com 
/site/2018/05/25/analisis-el-entierro-de-la-carta-magna-en-venezuela/  
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mayo, a pesar de la presión gubernamental a través de los medios de control social,” la 
Asamblea acordó: 

“1. Declarar como inexistente la farsa realizada el 20 de mayo de 2018, al haberse realizado 
completamente al margen de lo dispuesto en Tratados de Derechos Humanos, la Constitución 
y las Leyes de la República. 

2. Desconocer los supuestos resultados anunciados por el Consejo Nacional Electoral y en 
especial, la supuesta elección de Nicolás Maduro Moros como Presidente de la República, 
quien debe ser considerado como un usurpador del cargo de la Presidencia de la República. 

3. Desconocer cualesquiera actos írritos e ilegítimos de proclamación y juramentación en vir-
tud de los cuales se pretenda investir constitucionalmente al ciudadano Nicolás Maduro Mo-
ros como supuesto Presidente de la República Bolivariana de Venezuela para el período 
2019-2025.”137 

Esta declaración no puede ser apreciada de otra forma que no sea una clara y decidida 
manifestación de desobediencia civil, de resistencia ante la ilegitimidad, que desconoce una 
elección considerada fraudulenta, la declara inexistente, y desconoce la proclamación y jura-
mentación subsiguiente. 

En todo caso, el rechazo ciudadano a Maduro, ante la farsa y el fraude electoral cometi-
do,138 y con miras al rescate de la democracia en el país, en el Acuerdo antes mencionado 
emitido por la Asamblea Nacional, el 22 de mayo de 2018, la misma decidió: 

“6. Reiterar el exhorto a la Fuerza Armada Nacional para que cumpla y haga cumplir la 
Constitución y se le devuelva la soberanía al pueblo venezolano.”139 

 

 

                                            
137  Véase el texto del Acuerdo en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos/_acuerdo-reiterando-el-

desconocimiento-de-la-farsa-realizada-el-20-de-mayo-de-2018-para-la-supuesta-eleccion-del-
presidente-de-la-republica. Igualmente, en la reseña “Asamblea Nacional desconoce resultados del 
20M y declara a Maduro “usurpador,” en NTN24, 22 de mayo de 2018, en http://www.ntn24. 
com/america-latina/la-tarde/venezuela/asamblea-nacional-desconoce-resultados-del-20m-y-declara 
-nicolas 

138  Véase el detalle de los motivos por los cuales la elección del 20 de mayo constituyó un fraude 
electoral, en la declaración del Bloque Constitucional del 22 de mayo de 2018, en la cual conclu-
yeron expresando que “Venezuela se encuentra en una situación de vacío de poder, pues no existe 
un titular legítimo en el cargo de Presidente de la República,” en noticierodigital.com, 22 de mayo 
de 2018, en http://noticierodigital.com/forum/viewtopic.php?f=1&t=100757 

139  Véase el texto del Acuerdo en http://www.asambleanacional.gob.ve/actos/_acuerdo-reiterando-el-
desconocimiento-de-la-farsa-realizada-el-20-de-mayo-de-2018-para-la-supuesta-eleccion-del-
presidente-de-la-republica. Sobre ese mismo exhorto, el 30 de abril de 1018, el Sr. Juan Cruz, Se-
nior Director de la Casa Blanca para América Latina, hizo un llamado “a cada ciudadano a cum-
plir con sus deberes establecidas en esta Constitución y urgimos a los militares a respetar el jura-
mento que hicieron de cumplir en sus funciones. Cumplan su juramento” (We call on every citizen 
to fulfill their duties outlined in this constitution and urge the military to respect the oath they took 
to perform their functions. Honor your oath,”). Véase en David Adams, “Top Trump official de-
nounces “Madman Maduro”, calls on Venezuelans to disobey regime,” en univisionnews, 30 de 
abril de 018, en https://www.univision.com/univision-news/latin-america/top-trump-official-
denounces-madman-maduro-calls-on-venezuelans-to-disobey-regime. Véase sobre estas declara-
ciones, los comentarios de Jon Lee Anderson, “How long can Nicolás Maduro hang on to power in 
Venezuela?,” en The New Yorker, 22 de mayo de 2018, en https://www.newyorker.com/news/ 
news-desk/how-long-can-nicolas-maduro-hang-on-to-power-in-venezuela 
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XIII 

En el Acuerdo también se hizo mención a la Declaración del Grupo de Lima, a la cual 
siguieron declaraciones de igual valor internacional emanadas de más de 44 gobiernos de 
muchos Estados en el resto de América y Europa, rechazando la legitimidad de la elección.140 

En efecto, sin duda, otra de las situaciones que puede contribuir a reaccionar contra el 
régimen dictatorial, ya que como lo expresó Margarita López Maya, “no pareciera ya que los 
venezolanos solos podemos derrocar semejante régimen,”141 es la presión internacional, la 
cual se comenzó a manifestar el mismo día 21 de mayo de 2018, en la importante declaración 
de dicho Grupo de Lima, en la cual los gobiernos de Argentina, Brasil, Canadá, Chile, Co-
lombia, Costa Rica, Guatemala, Guyana, Honduras, México, Panamá, Paraguay, Perú y Santa 
Lucía, acordaron ejercer presión diplomática sobre el régimen, ratificando su voluntad “de 
contribuir a preservar las atribuciones de la Asamblea Nacional,” expresando, entre otras 
cosas, que:  

“No reconocen la legitimidad del proceso electoral desarrollado en la República Bolivariana 
de Venezuela que concluyó el pasado 20 de mayo, por no cumplir con los estándares interna-
cionales de un proceso democrático, libre, justo y transparente.”142 

Destaca también la posición de los Estados Unidos, cuyo Secretario de Estado declaró, 
sencillamente que: 

“Los Estados Unidos condenan la fraudulenta elección que tuvo lugar en Venezuela el 20 de 
mayo. Esta llamada “elección” es un ataque al orden constitucional y una afrenta a la tradi-
ción democrática de Venezuela.”143 

Igualmente se destaca la reacción del Grupo G7, que reúne a los líderes de Alemania, 
Canadá, Estados Unidos, Francia, Italia, Japón y el Reino Unido, y de la Unión Europea, 
quienes en declaración conjunta denunciaron el desarrollo de dicha elección presidencial por 
“no cumplir los estándares internacionales” ni asegurar “garantías básicas,” concluyendo 
que “las elecciones presidenciales venezolanas y su resultado, ya que no es representativo 
de la voluntad democrática de los ciudadanos de Venezuela.”144 

                                            
140  Véase en general la reseña “Repudio a Maduro. La comunidad internacional rechaza la reelección 

del mandatario venezolano,” en El País, Editorial, 21 de mayo de 018, en https://elpais.com/elpais 
/2018/05/21/opinion/1526916038_130681.html 

141  Véase Margarita López Maya, ¿“Qué esperar luego del 20M?” en Prodavinci, 25 de mayo de 
2018, en https://prodavinci.com/que-esperar-luego-del-20m-b/?platform=hootsuite. 

142  Véase la información en Politico.mx, 21 de mayo de 2018, en https://politico.mx/minuta-
politica/minuta-politica-gobierno-federal/m%C3%A9xico-y-el-grupo-lima-no-reconocen-
elecci%C3%B3n-en-venezuela/ El VicePresidente de Estados Unidos Mike Pence a través de su 
cuenta oficial en Twitter @VP, luego de calificar de “farsa” el proceso electoral del 2º de mayo 
precisó que: “Estados Unidos se levanta en contra de la dictadura y a favor del pueblo venezolano 
que pide elecciones justas y libres.” Véase en 93.1CostadelSol, 21 de mayo de 2018, en 
http://www.costadelsolfm.net/2018/05/21/mike-pence-estados-unidos-se-levanta-contra-la-dicta-
dura-vienen-mas-acciones-contra-el-gobierno-de-venezuela/ 

143  Véase la declaración de Mike Pompeo: “The United States condemns the fraudulent election that 
took place in Venezuela on May 20. This so-called “election” is an attack on constitutional order 
and an affront to Venezuela’s tradition of democracy,” en “An Unfair, Unfree Vote in Venezuela,” 
Press Statement, Secretary of State, Washington, DC., May 21, 2018, en https://www.state.gov 
/secretary/remarks/2018/05/282303.htm 

144  Véase “G7 Leaders’ Statement on Venezuela,” en la página oficial del primer Ministro de Canadá, 
Justin Trudeau, 23 de mayo de 2018, en https://pm.gc.ca/eng/news/2018/05/23/g7-leaders-
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En contraste ante la reacción mayoritaria de la Comunidad internacional, se destaca el 
pronto reconocimiento de la “legitimidad” del proceso electoral del 20 de mayo, solo por 
parte de los gobiernos de China, Rusia, Cuba, Irán, Turquía, Siria, Nicaragua, El Salvador y 
Bolivia.145  

El reelecto presidente, sin embargo, y a pesar de esos escuálidos reconocimientos inter-
nacionales, como bien lo observó Michael Penfold, dentro y fuera del país, quedó como un 
“Presidente sin mandato,” producto de la decisión del pueblo, incluyendo la “maquinaria 
chavista” de abstenerse de votar, con lo cual se “redujo su votación en prácticamente 2 millo-
nes de votos, comparado con su cuestionado triunfo en 2013 y un nivel de participación que 
ha sido el más bajo comparado con cualquiera de las contiendas presidenciales de las últimas 
décadas.” 

Por eso Penfold concluyó afirmando con razón, que “si el objetivo era, frente a la pre-
sión internacional, ganar legitimidad en el plano nacional producto de una votación masiva, 
esta posibilidad quedó totalmente abortada frente a los resultados de las votaciones.”146 

XIV 

En todo caso, en esta precaria situación o laberinto en la cual se encuentra el régimen, 
como el supuesto mandato que habría obtenido Maduro en 2013 fue para el período 2013-
2019 que se vencía en enero de 2019, siendo la supuesta “elección” del 20 de mayo para el 
período 2019-2025), con el propósito de comenzar de inmediato, es decir, en forma anticipa-
da, el supuesto nuevo mandato producto de la “reelección,” el día 22 de mayo, en medio de 
absoluto sigilo, el Sr. Maduro habría presentado ante la Sala Constitucional del Tribunal 
Supremo de Justicia un recurso de interpretación constitucional (se presumía que era del 
artículo 231 de la Constitución),147 para definir, según lo informó la prensa el día 24 de mayo 
de 2018, ese mismo día: 

                                            
statement-venezuela. Véase, además, en la reseña “El G7 denunció las elecciones en Venezuela 
por “no cumplir los estándares internacionales” ni asegurar “garantías básicas”, en infobae, 23 de 
mayo de 2018, en https://www.infobae.com/america/venezuela/2018/05/23/el-g7-denuncio-las-
elecciones-en-venezuela-por-no-cumplir-los-estandares-internacionales-ni-asegurar-garantias-
basicas/. Véase igualmente la información en “G7 and European Union unite to reject recent elec-
tion in Venezuela,” en north shore news, The Canadian Press, 23 de mayo de 2018, en 
http://www.nsnews.com/news/national/g7-and-european-union-unite-to-reject-recent-election-in-
venezuela-1.23310884 

145  Véase las reseñas “China y Rusia piden respeto a resultados electorales en Venezuela,” en His-
panTV, 21 de mayo de 2018, en https://www.hispantv.com/noticias/venezuela/377723/china-rusia-
respeto-resultados-elecciones-maduro; “Cuba y Rusia felicitan a Nicolás Maduro por su victoria 
en Venezuela,” en El Economista, 21 de mayo de 2018, en https://www.eleconomista.com.mx 
/internacionales/Cubafelicita-a-Nicolas-Maduro-por-su-reeleccion-en-Venezuela-20180521-0056. 
html; “Maduro agradece el apoyo de Rusia, China e Irán a su reelección,” 22 de mayo de 2018, en 
https://www.hispantv.com/noticias/venezuela/377791/maduro-eleccion-rusia-china-iran-nicaragua-
bolivia 

146  Véase Michael Penfold, “Un Presidente sin mandato,” en Prodavinci, 22 de mayo de 2018, en 
https://prodavinci.com/un-presidente-sin-mandato/?platform=hootsuitepr 

147  Así lo informó oficialmente el Tribunal Supremo de Justicia el 22 de mayo de 2018, sin especifi-
car de cuál artículo de la Constitución se trataba. Véase la información en: “Maduro introdujo un 
recurso de interpretación ante la Sala Constitucional del TSJ,” en NTN24, 22 de mayo de 2018, en 
http://www.ntn24.com/america-latina/el-informativo-ntn24/venezuela/maduro-introdujo-recurso-
de-interpretacion-ante-sala; y en la reseña: “El extraño movimiento de Maduro ante el TSJ,” en 
Noticiasvenezuela, 23 de mayo de 2018, en https://noticiasvenezuela.org/2018/05/23/el-extrano-
movimiento-de-maduro-ante-el-tsj/amp/?__twitter_impression=true 
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“el 24 de mayo si el presidente electo debe esperar hasta el 10 de enero de 2019 para su toma 
de posesión como está establecido en la Constitución o se adelanta su juramentación.” 

Y por supuesto, quizás también determinar que, en tal supuesto, la “juramentación” que 
conforme a la Constitución tenía que ocurrir ante la Asamblea Nacional, tuviera lugar ante la 
Asamblea Nacional Constituyente y no ante la Asamblea Nacional. La noticia de prensa en la 
mañana del mismo día, además, ya anunciaba qué era lo que iba a resolverse al poco tiempo, 
al informar que: 

“La sesión [del Tribunal] está prevista a las 11:00 hora local (15:00 GMT) y una hora más 
tarde el jefe de Estado está convocado a una sesión especial en la Asamblea Nacional Consti-
tuyente; a ambos eventos fue invitada la prensa nacional e internacional.”148 

O sea, aparentemente se habría tratado de un proceso judicial de interpretación constitu-
cional exprés, tramitado con todo sigilo,149 pero con un resultado previamente anunciado que 
se produjo en cuestión de horas. Y así fue como ocurrió, de manera que aun sin tenerse noti-
cias de que se hubiese dictado alguna sentencia, efectivamente Nicolás Maduro se juramentó 
el 24 de mayo de 2018 ante la Asamblea Nacional Constituyente, pero con la salvedad según 
lo indicó la Presidenta de la misma al leer un “decreto constituyente” emitido al efecto, que 
se trataba de una especie de “juramentación anticipada” de manera que “tomará posesión del 
cargo el próximo 10 de enero de 2019.”150 

Sobre ello, José Ignacio Hernández, el mismo día 24 de mayo de 2018 observó que, en 
definitiva, dicho: 

“acto político realizado por la ANC demuestra que todo el proceso de las elecciones presi-
denciales forma parte de un fraude continuado, es decir, de un conjunto de decisiones conca-
tenadas entre sí que pretenden tener apariencia de un proceso electoral pero que, en el fondo, 
no son más que actuaciones políticas orientadas a violentar la Constitución y muy en espe-
cial, los derechos políticos de los venezolanos.”151 

En definitiva, como lo resumieron acertadamente Daniel Lozano y Diego Santander en 
su reseña sobre los hechos en el diario El Mundo de Madrid: 

 

                                            
148  Véase la reseña “El Suprema venezolano decide si adelanta juramentación de Maduro,” en sutnik-

news, 24 de mayo de 2018, en https://mundo.sputniknews.com/politica/201805241078973890-
justicia-venezolana-decide-toma-adelantada-de-posesion-de-maduro/ 

149  En el curso de la tarde de ese mismo día 24 de mayo de 2018, Ramón Escobar León indicó en su 
tweet: @rescobar: “La justicia en Venezuela no es clandestina y los procesos son públicos. No se 
justifica mantener el recurso de “interpretación” propuesto por Maduro ante la Sala Constitucional 
bajo reserva. Los ciudadanos tienen derecho a conocerlo y presentar los alegatos que consideren.” 

150  Véase las reseñas: “Maduro juró como presidente ante la Constituyente, en un acto inesperado,” en 
Noticias Caracol, 24 de mayo de 2018, en https://noticias.caracoltv.com/mundo/maduro-juro-
como-presidente-ante-la-constituyente-en-un-acto-inesperado-ie11269; y “Otra maniobra del dic-
tador Nicolás Maduro: juró como presidente ante la Asamblea Constituyente y no frente al Parla-
mento. El mandatario reelegido en las polémicas elecciones del pasado domingo interpuso un re-
curso ante el Tribunal Supremo de Justicia y tomó posesión para el nuevo período de gobierno,” 
en infobae.com, 24 de mayo de 2018, en https://www.infobae.com/america/venezuela/2018/ 
05/24/el-dictador-nicolas-maduro-jurara-este-jueves-como-presidente-reelecto-de-venezuela-ante-
la-asamblea-constituyente/ 

151  Véase José Ignacio Hernández, “¿Qué fue lo que pasó con la “juramentación” de Nicolás Maduro 
ante la ANC?,” en Prodavinci, 24 de mayo de 2018, en https://prodavinci.com/que-fue-lo-que-
paso-con-la-juramentacion-de-nicolas-maduro-ante-la-anc/ 
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“Recapitulando: un enredo inconstitucional en un escenario ilegítimo, ya que es en el Par-
lamento donde según la Constitución debería juramentarse el presidente y no la Asamblea 
Constituyente, un órgano impuesto para redactar la nueva Constitución pero que ejerce como 
una mezcla del Comité de Salud Pública de la Revolución Francesa y de la Asamblea cubana 
del Poder Popular. “Un poder magnífico”, como reconoció el propio presidente.”152 

Y en cuanto al “recurso de interpretación constitucional” publicitado por el Tribunal 
Supremo como presentado por Nicolás Maduro, para presumiblemente intentar darle algún 
presunto “orden” al enredo institucional, en la página web del Tribunal Supremo de Justicia 
consultada el día 25 de mayo de 2018, nada se había incluido sobre el mismo, por lo que 
había que presumir que no se dictó sentencia antes de la juramentación anticipada de Maduro 
ante la Asamblea Nacional Constituyente. Como supuestamente la misma era todopoderosa, 
omnipotente, soberana y omnipresente y, además en ejercicio de un supuesto “poder magnífi-
co,” es posible que le hayan dicho al Sr. Maduro que su recurso de interpretación constitu-
cional no habría sido un ejercicio inútil. 

                                            
152  Véase Daniel Lozano y Diego Santander, “Nicolás Maduro jura como presidente ante la Asamblea 

Constituyente oficialista,” en El Mundo, 24 de mayo de 2018, en http://www.elmundo.es/inter-
nacional/2018/05/24/5b06ff2946163f39148b45d0.html 




